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improvisación y no contribuye a elevar el nivel de los candida­
tos. 

A la vez, esta disposición de presentar lista completa se vin­
cula con la prohibición de participación de los independientes, 
ya que solamente pueden ser candidatos los afiliados a los par­
tidos políticos. No existe la figura de candidatos no afiliados 
patrocinados por grupos diferentes a los partidos ni auspicia­
dos por estos; la afiliación es uno de los requisitos básicos para 
cualquier candidatura. Se trata, de una manera indirecta, de 
fortalecer a los partidos a través de la introducción de condicio­
nes para la participación en los procesos electoralesv. 

Si bien es cierto que el robustecimiento de los partidos 
depende fundamentalmente de otras causas, referidas a su vida 
interna y a la relación con el electorado, también es verdad que 
estas normas podrían cumplir algún papel en ese sentido. Sin 
embargo, en tanto no existen otras disposiciones de apoyo, 
éstas no han arrojado los resultados esperados. No son pocas 
las ocasiones en que la afiliación a un partido ha sido cumplida 
solamente como un requisito para la candidatura y para la par­
ticipación en las elecciones, pero una vez obtenido el triunfo 
ella ha quedado de lado. La ley no contempla ninguna sanción 
para casos de dcsafiliación que, especialmente en el Congreso 
Nacional, han sido muy numerosos. Esto lleva a una paradójica 
situación: a pesar de las estrictas condiciones establecidas para 
las candidaturas, en algunos períodos ha existido un gran 
grupo de diputados no afiliados, autodcnorninados indepen­
dientes. Obviamente, este es un factor adicional que dificulta el 
intercambio político y la conformación de mayorías. 

Una de las innovaciones que se introdujeron con el sistema 
electoral vigente desde 1978 fue la elección de presidente y 
vicepresidente de la República por mayoría absoluta. Para esto 
está prevista la segunda vuelta en caso de que ninguno de los 

18. Esta prohibición fue levantada por decisión del plebiscito de Agosto de 1994. 
Previamente, en 1986 se había realizado ya un plebiscito para consultar acerca de la posi­
ble participación de los independientes como candidatos en las elecciones, cuyo resultado 
fue una clara negativa a esa posibilidad. ES evidente que en esto influyeron las circunstan­
cias en que se efectuó y que llevaron más bien a que el plebiscito se tome como un juzga­
miento al gobierno. 
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binomios logre una votación superior al cincuenta por ciento 
del total de votos válidos. En las cuatro elecciones presidencia­
les que se han realizado hasta el momento siempre ha sido 
necesaria la segunda vuelta. La dispersión de fuerzas y el alto 
número de candidatos (6 en 1978,9 en 1984, 10 en 1988 y 12 en 
1992)han sido las causas para que ninguna de las candidaturas 
consiga la mayoría absoluta en la primera vueltat", 

No existen hasta el momento indicios que permitan asegu­
rar que la introducción de este mecanismo haya dado los frutos 
esperados, esto es, que se consolide un activo apoyo mayorita­
rio en torno a la candidatura triunfadora. En el marco de un 
comportamiento político poco dispuesto a las prácticas colabo­
rativas, la votación de la segunda vuelta no se produce a través 
de acuerdos o de la conformación de coaliciones de partidos. 
La práctica usual, con aisladas excepciones, ha consistido en 
que los partidos que no han pasado a la segunda vuelta dejen 
en libertad a los votantes para escoger entre las dos opciones. 
Esta es una manera de evadir posibles compromisos futuros, 
pero también un reconocimiento de las serias dificultades que 
pueden enfrentar al momento de pretender orientar el voto de 
su electorado. 

Por consiguiente, el triunfador de la segunda vuelta no 
cuenta con otro apoyo que el de su propio partido y su vota­
ción proviene de la suma de votos definidos individualmente. 
Este es, a la luz de la experiencia, un apoyo poco consistente, 
que no se expresa orgánicamente en ninguna instancia y que 
está sujeto a las variaciones coyunturales. Además, esto se vin­
cula con la elección de diputados nacionales y provinciales en 
la primera vuelta presidencial, 10 que, dada la prohibición de 
establecer alianzas, alimenta la dispersión ya que en ella com­
piten todos los partidos aisladamente, sin la posibilidad de 
contar con candidaturas presidenciales comunes o con coalicio­

19. La proporción más alta lograda por el triunfador de la primera vuelta ha sido del 
32%, obtenida por Durán Ballén en 1992, ocasión en que también se observó la mayor con­
centración de votación en las dos primeras candidaturas. ya que la segunda obtuvo el 25%. 
En las elecciones anteriores se obtuvieron los siguientes resu!lados para el primero y 
segundo binomios, respectivamente: en 1979, 28% Y24%; en 1984, 29% Y27%; en 1988,25% 
y18%. 
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nes que aglutinen tendencias. Por consiguiente, el presidente 
electo cuenta siempre con un bloque parlamentario que no 
logra hacer mayoría en el Congreso-". 

Esto tiene mucha importancia especialmente en lo que se 
refiere a la expedición de leyes y al procesamiento de reformas 
constitucionales y legales, en las que necesariamente deben 
producirse acuerdos entre el ejecutivo y el legislativo. La legis­
lación vigente concede al presidente la potestad de veto total o 
parcial de las leyes expedidas por el Congreso y, a la vez, le 
otorga la facultad de presentar proyectos de ley o de reforma. 
La dispersión existente en el Congreso constituye una traba 
para este proceso y, de hecho, un impedimento para la materia­
lización de acuerdos. Esto ha llevado a que, cada vez con 
mayor frecuencia, el gobierno acuda al envio de leyes califica­
das como de urgencia económica, cuyo procesamiento determi­
na que en caso de que no puedan ser tratadas por el Congreso 
en un plazo de quince días entran automáticamente en vigen­
cia. Esta práctica ha dado lugar a un complejo juego de búsque­
da de apoyos coyunturales o, en su defecto, al boicot de las 
sesiones por parte del bloque de gobierno para evitar que se 
constituya el quórum necesario y así impedir que el Congreso 
trate los proyectos. 

Otro elemento novedoso, introducido por la actual legisla­
ción, es el financiamiento estatal a los partidos políticos conjun­
tamente a algunas prerrogativas de carácter económico y finan­
ciero (exoneración de impuesto a la renta y de bienes raíces, 
deducción del impuesto a la renta sobre las donaciones realiza­
das a partidos). La forma de distribución del denominado 
Fondo Partidario Permanente favorece a los partidos grandes, 
lo que constituye un apoyo adicional al criterio de lograr la 
estabilidad a través del fortalecimiento de pocos partidos con 

20. En 1979, única ocasión en que se eligió a los diputados en la segunda vuelta elec­
toral, diez partidos obtuvieron escaños en el Congreso. Por consigwente, parecería que ais­
ladamente esa medida no tiende a reducir la dispersión y que el problema está en la prohi­
bición de alianzas. A esto contribuye también el sistema de representación de minorías 
que, como se vio antes, permite la obtención de escaños parlamentarios a un alto número 
de pequeños partidos. 
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alta votación-t. 
Si lo que se quiso lograr con la creación de este Fondo era 

eliminar o reducir la dependencia de los partidos con respecto 
a grupos económicos, es poco lo que se ha logrado. La magni­
tud relativamente reducida de esos recursos determina que este 
tipo de financiamiento no constituya un elemento de mayor 
importancia para solventar los gastos de los partidos, especial­
mente en campañas electorales. La ausencia de control del 
gasto electoral (a pesar de las disposiciones legales existentes al 
respecto) permite la elevación sustancial de esos gastos y exige 
a los partidos dar prioridad a otras fuentes de financiamiento. 
Como se ha dicho, la ley los faculta a recibir donaciones, que 
parecen constituir en este momento la principal forma de 
obtención de recursos. 

La ausencia de control del gasto electoral se ha transforma­
do en uno de los temas de debate en los últimos años. Sesostie­
ne que, con la importancia que ha adquirido el marketing polí­
tico, directamente asociado a la televisión y a los medios elec­
trónicos, los partidos pequeños resultan marginados a causa de 
los altos costos que esto demanda. En esas condiciones, frente a 
un electorado que ha mostrado tradicionalmente una visión de 
corto plazo y de manejo clientclar, el éxito en una campaña 
depende fundamentalmente de los recursos económicos movi­
lizados. Adicionalmente, muchas críticas encuentran en estos 
aspectos las causas para que la política se haya vaciado de con­
tenido y para la generalización de la apatía. 

4. FUENTES NORMATIVAS 

4.1. Jerarquía y tipo de leyes 

Los partidos políticos y los procesos electorales en el 
Ecuador están normados por la Constitución Política de la 
República (CPR), por la Ley de Partidos Políticos (LPP) y por la 

21. El Fondo cuenta con un monto equivalente al 0.5 por mil (0.05%) del Presupuesto 
General del Estado; el 60% se distribuye por parles iguales para todos los partidos que han 
superado el cinco por ciento en promedio y el resto en proporción a la votación obtenida 
en las elecciones pluripersonales 
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Ley de Elecciones (LE). También inciden en ella la Ley de 
Régimen Provincial (LRP) y la Ley de Régimen Municipal 
(LRM), que norman la vida de los Consejos Provinciales y de 
los Municipios, respectivamente. La Ley de Elecciones cuenta 
con su respectivo reglamento (RLE), que contiene de manera 
fundamental los aspectos de procedimiento. 

Como es obvio, el orden jerárquico señala la preminencia de 
la Constitución, luego las leyes y finalmente los reglamentos 
respectivos. Sin embargo, como se verá más adelante, en algu­
nos ternas la Constitución aborda aspectos que deberían tener 
un nivel legal o incluso reglamentario y/ a la vez, deja algunos 
vados en aspectos de trascendencia. En todo caso y pese a las 
observaciones y reparos que se pueden formular, cabe destacar 
que con el actual cuerpo normativo se ha conformado por pri­
mera vez en la historia nacional un régimen jurídico global 
para el sistema de partidos y para el sistema electoral. Si bien 
en ocasiones anteriores existieron leyes de elecciones y de parti­
dos (esta última solamente desde 1966)/ ellas no rebasaban el 
nivel de reglamentos e inclusive de manuales de procedimien­
to. 

Por el contrario, la legislación vigente constituye un cuerpo 
orgánico que busca regular la totalidad de los aspectos que 
conciernen a la organización y vida de los partidos, así como a 
las características y a los mecanismos del sistema electoral. Este 
cuerpo normativo, de carácter casi exhaustivo, rige de manera 
general para todos los ámbitos de la vida política nacional. Por 
tanto, la legislación es la misma para las instancias de nivel 
nacional que para las de nivel provincial y cantonal; se trata de 
regulaciones generales que se aplican tanto en el Congreso 
Nacional como en los consejos provinciales y en los concejos 
municipales de los cantones. 

4.2. Ciudadanía 

La Constitución Política, en el Título J/Sección Il, articulo 12 
adopta un criterio muy sintético de ciudadanía: "Son ciudada­
nos los ecuatorianos mayores de dieciocho años". Por tanto, la 
base de la definición radica en la condición de ecuatoriano que, 
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según el Título 1,Sección 1,artículo S, establece que "Los ecua­
torianos lo son por nacimiento o por naturalización". 

Se considera ecuatoriano por nacimiento al nacido en terri­
torio nacional y al nacido en territorio extranjero bajo tres con­
diciones: de padre o madre ecuatorianos por nacimiento transi­
toriamente ausentes del país, si no manifiesta su voluntad con­
traria; de padre o madre ecuatorianos por nacimiento que esta­
blezca su domicilio en el Ecuador y que manifieste su voluntad 
de ser ecuatoriano y, finalmente, de padre o madre ecuatoria­
nos, que entre los dieciocho y veintiún años manifieste su 
voluntad de ser ecuatoriano. 

Es ecuatoriano por naturalización quien ha obtenido la 
nacionalidad ecuatoriana por haber prestado servicios relevan­
tes al país; quien ha obtenido carta de naturalización; quien ha 
sido adoptado como hijo por ecuatorianos, mientras sea menor 
de edad y si no expresa voluntad en contra al llegar a la mayo­
ría de edad; y el nacido en el exterior, de padres extranjeros 
posteriormente naturalizados en el Ecuador, mientras sea 
menor de edad y luego de la mayoría de edad si no hace expre­
sa renuncia de ella. 

En esta Constitución, por primera vez en la historia del país, 
no se establece como condición de la ciudadanía el saber leer y 
escribir. En todas las constituciones anteriores (17 desde 1830) 
los analfabetos quedaban excluidos de una parte de los dere­
chos de ciudadanía, especialmente de los que hacen relación al 
sufragio. En la actualidad tienen ese derecho, aunque para ellos 
el voto es optativo y no constituye una obligación como lo es 
para el resto de ciudadanos. 

Los derechos de ciudadanía se expresan en el artículo 19 
que, con diecisiete numerales y diez literales, es uno de los más 
extensos de la Constitución. Allí se abordan aspectos tan disí­
miles como la inviolabilidad de la vida, el derecho a vivir en un 
medio ambiente sin contaminación, el secreto de la correspon­
dencia, la libertad de trabajo, el derecho a transitar libremente 
por el territorio nacional, entre otros. 

En lo que hace referencia a la vida partidista y electoral en 
este artículo se garantiza "El derecho a la libertad de opinión y 
a la expresión del pensamiento". De igual manera, establece la 
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igualdad ante la ley: "Se prohíbe toda discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, filiación política o 
de cualquier otra índole, origen social o posición económica o 
nacimiento". Reconoce "El derecho de asociación y de libre reu­
nión con fines pacíficos" y finalmente "El derecho a guardar 
reserva sobre sus convicciones políticas y religiosas" (CPR, artí­
culo 19). 

Los derechos políticos de los ciudadanos se estipulan en el 
Título 11 ("De los deberes, derechos y garantías"), sección VI. 
Esta sección se inicia, en el artículo 32, con una definición de 
los derechos: "Los ciudadanos ecuatorianos gozan del derecho 
de elegir y ser elegidos; de presentar proyectos de ley al 
Congreso Nacional y ser consultados en los casos previstos por 
la Constitución; de fiscalizar los actos de los órganos de Poder 
Público; y de desempeñar empleos y funciones públicas, en las 
condiciones determinadas por la ley" (CPR, artículo 32). 

En la práctica concreta algunos de estos derechos han dado 
lugar a controversias, como por ejemplo el de elegir y ser elegi­
dos aplicado al caso de los analfabetos o el de presentar proyec­
tos de ley al Congreso Nacional y fiscalizar los actos del poder 
público. En todos estos casos ha sido necesario acudir a regla­
mentos o a la expedición de leyes secundarias para evitar la 
constante interpretación. Sin embargo, en algunos casos perma­
nece el vacío, dando lugar a la inejecutabilidad del derecho. El 
más notorio es el de la presentación de proyectos de ley, que 
está estipulado adicionalmente en el artículo 66 de la Sección II 
del Título 1 ("De la Función Legislativa") de la Segunda Parte: 
"Reconóccse la iniciativa popular para reformar la Constitución 
y para la reforma y expedición de leyes. El ejercicio de este 
derecho lo regulará la ley". Esta ley no existe hasta el momento, 
lo que determina que ese derecho resul te impracticable. 

Por otra parte, llama la atención que, existiendo en el 
Ecuador una gran población indígena agrupada en diversos 
pueblos o nacionalidades, no se haya adoptado una definición 
de ciudadanías específicas. El tema no es nuevo en América 
Latina ya que varios países -algunos con menor proporción de 
población indígena o con mayores niveles de homogeneidad 
étnica- lo han adoptado a nivel constitucional. 
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El derecho ciudadano al sufragio y sus condiciones están 
contenidos en el artículo 33 que establece que "El voto es uni­
versal, igual, directo y secreto, obligatorio para los que sepan 
leer y escribir y facultativo para los analfabetos. Tendrán dere­
cho a voto los ecuatorianos que hubieren cumplido dieciocho 
años de edad y se hallaren en el goce de los derechos políticos. 
Los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo no harán 
uso de ese derecho". 

4.3. EL REGIMEN DE LOS PARTIDOS 

4.3.1. Definición legal de los partidos 

El texto de la Constitución es bastante minucioso en cuanto 
a la regulación del sistema electoral y del sistema de partidos. 
Así, aspectos como la representación de las minorías en los 
organismos de elección popular y directa se convierten en dere­
chos constitucionales: "Se garantiza la representación propor­
cional de las minorías en las elecciones pluripersonales, de con­
formidad con la ley" (CPR, artículo 34). 

De igual manera, se reconoce como un derecho constitucio­
nalla atribución exclusiva de los partidos para presentar candi­
datos y consecuentemente es una obligación constitucional la 
afiliación a un partido para participar en cualquier elección 
popular. El artículo 37, que es el que regula estos aspectos seña­
la que "Únicamente los partidos políticos reconocidos por la 
ley pueden presentar candidatos para una elección popular. 
Para intervenir como candidato en toda elección popular, ade­
más de los otros requisitos exigidos por la Constitución, se 
requiere estar afiliado a un partido político". 

Inclusive, aspectos muy específicos -que deberían corres­
ponder a las leyes electorales- tienen rango constitucional; es el 
caso de la obligación de que los partidos obtengan un porcenta­
je mínimo de votación, como lo estipula el artículo 38: "El parti­
do político que no obtenga, por lo menos, el cuociente señalado 
por la ley quedará disuelto de pleno derecho". 

Por el contrario, aspectos de mayor importancia quedan 
relegados a las leyes secundarias; por ejemplo, la definición 
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conceptual de partido político que, dado el peso atribuido a los 
partidos, debería ocupar un lugar en la Constitución, aparece 
solamente en la Ley de Partidos Políticos: "son organizaciones 
político-doctrinarias, integradas por personas que libremente 
se asocian para participar en la vida del Estado (...) son perso­
nas jurídicas de derecho privado, en cuyo carácter pueden rea­
lizar actos y contratos de acuerdo con el derecho común" (LPP, 
artículos 3 y 4). 

Más allá de estos problemas, en su mayoría de orden for­
mal, es preciso destacar que todas estas normas en conjunto 
constituyen un cuerpo único que regula todos los aspectos de 
la vida partidista y de los procesos electorales. Algunas incluso 
hacen relación a la vida interna de los partidos en lo que tiene 
que ver con observancia y reformas de los estatutos, fiscaliza­
ción de sus cuentas y duración del período de sus dirigentes. 

4.3.2. Registro legal 

Los partidos políticos inician su vida jurídica con su inscrip­
ción en el Tribunal Supremo Electoral. Para esto deben cumplir 
con requisitos que se materializan en la presentación de varios 
documentos: acta de fundación; declaración de principios ideo­
lógicos; programa de gobierno que contenga las acciones que se 
ejecutarán; estatutos; símbolos, siglas, distintivos y emblemas; 
nómina de la directiva; registro de los afiliados cuyo número 
no debe ser inferior al 1.5% de los inscritos en el ultimo padrón 
electoral y prueba de que cuenta con una organización nacional 
(LPP,artículos 9 y 10). 

El registro de los partidos es exhaustivo en cuanto a los 
datos de sus afiliados y se lo hace por medio de copias (certifi­
cadas por el secretario del partido) de las fichas individuales de 
afiliación. En estas deben constar nombres y apellidos, número 
de la cedula de ciudadanía, fecha de afiliación, dirección domi­
ciliaria y firma del afiliado. A su vez, esta información puede 
ser comprobada por la Dirección de General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación, a pedido del Tribunal Supremo 
Electoral (LPP, artículo 10). 

Es evidente que, a través de varios de los requisitos exigidos 
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para la inscripción de los partidos y para la conservación de su 
registro, la Ley busca impulsar la conformación de organizacio­
nes fuertes, con sustento ideológico, con definición programáti­
ca y con amplio soporte de afiliados. 

Un hecho que debe destacarse en este aspecto es el interés 
por consolidar organizaciones de alcance nacional, en lo cual 
pone mucho énfasis la Ley: "El partido que solicita su reconoci­
miento debe contar con una organización nacional, la que debe­
rá extenderse al menos a diez provincias del país" (LPP, artícu­
lo 12). Más adelante señala que en las elecciones plurípersona­
les, esto es, en las que se elige por lista (diputados, consejeros 
provinciales y concejales municipales) cada partido debe parti­
cipar también al menos en diez provincias (LPP,artículo 39). El 
incumplimiento de esta última disposición es causal de cance­
lación inmediata de la inscripción y por tanto de extinción de 
un partido (LPP, artículo 37). De hecho, con estas disposiciones 
se cierra la posibilidad de conformar partidos locales, provin­
ciales o regionales o se les obliga a estos a actuar a nivel nacio­
nal. 

4.3.3. Deberes, derechos y definición de actividades 

Como se ha señalado, por disposición constitucional sólo los 
partidos políticos reconocidos por la ley pueden presentar can­
didatos para una elección popular; ese es el principal derecho 
de estas organizaciones y el que les concede atribuciones priva­
tivas. De éste se desprende el derecho exclusivo a utilizar la 
denominación de "partido", cuyo uso por parte de organizacio­
nes no reconocidas legalmente es penada por la Ley (LPP, artí­
culo 28). 

Un hecho de importancia en la actual legislación, y sin ante­
cedentes en el país, es el reconocimiento de los derechos de 
carácter económico-financiero de los partidos. "Los partidos no 
pagarán impuestos fiscales, municipales o especiales por bienes 
raíces de su propiedad y por su adquisición y transferencia. 
Tampoco causarán impuestos las rentas originadas en las inver­
siones que realicen" (LPP,artículo 32). Aún más, las donaciones 
de personas naturales o jurídicas a los partidos podrán dedu­
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cirse del impuesto a la renta por un valor de hasta el dos por 
ciento de la misma (LPP,artículo 33). En definitiva, sólo los par­
tidos legalmente reconocidos gozarán de la protección estable­
cida en la Ley y que incluye la colaboración de las autoridades 
y, de solicitarlo, la protección de la Policía Nacional (LPP, artí­
culo 29). 

La responsabilidad de los partidos esta garantizada por la 
Constitución; su actividad y extinción, así como sus deberes y 
derechos están reglamentados en la Ley de Partidos Políticos, 
que garantiza su libre y autónomo funcionamiento, de acuerdo 
con sus estatutos y reglamentos legalmente aprobados. "Es su 
obligación acatar las manifestaciones de soberanía popular, res­
petar el carácter no deliberante de los miembros de las Fuerzas 
Armadas y Policía Nacional en servicio activo y no constituir 
organismos paramilitares" (LPP,artículo 2). 

Tienen personería política para el ejercicio de los derechos 
que las leyes les reconocen. Para su funcionamiento interno 
rigen los estatutos reglamentos y en general las normas que 
regulan su organización y funcionamiento. En estos instrumen­
tos consta la integración y atribuciones de las asambleas yorga­
nismos directivos, tribunales de disciplina y fiscalización. En 
sus estatutos y forma de organización, se establecerán los perí­
odos de sesiones, renovación de directivas y mecanismos de 
nominación de candidatos a elección popular. Según la Ley 
deben presentar anualmente un informe analítico sobre la 
forma en que han sido llevadas las cuentas por el tesorero; a su 
vez, este informe deberá ser aprobado por los organismos que 
contemplen los estatutos del partido (LPP, título tercero: 
Organización; artículos 20, 21, 22, 23, 24, 25 Y26). . 

La Ley deja bajo la responsabilidad de los partidos la adop­
ción y modificación de estatutos, reglamentos y normas que 
regulan su organización y funcionamiento (LPP, artículo 20). 
Pero, una vez aprobados deben sujetarse estrictamente a estas 
disposiciones, bajo pena de intervención del Tribunal Supremo 
Electoral. Así, "Las reformas que se hagan a los estatutos de los 
partidos y los cambios que se produzcan en su organismo 
directivo superior permanente deberán notificarse al Tribunal 
Supremo Electoral dentro del plazo de ocho días, contados 
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desde la fecha en que quedó firme la decisión" (LPP, artículo 
22). 

4.3.4. Normas sobre funcionamiento interno y afiliación 

La Ley de Partidos Políticos contiene disposiciones que bus­
can regular la renovación interna de la dirigencia partidista y 
que llevan a establecer límites muy precisos para el ejercicio de 
su mandato: "EI dirigente máximo de un partido y los inte­
grantes de su organismo directivo superior permanente dura­
rán dos años en sus funciones. El dirigente máximo podrá ser 
reelegido por una sola vez y en lo sucesivo, transcurrido un 
período, por otro período de dos años más" (LPP,artículo 23). 

La afiliación a los partidos es un derecho de todos los ecua­
torianos mayores de dieciocho años, pero está vedado para los 
miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional en 
servicio activo, los ministros o religiosos de cualquier culto y 
los que han sido condenados por defraudación al Estado, por 
un tiempo equivalente al doble del correspondiente a la conde­
na. Así mismo, se prohíbe más de una afiliación, estableciéndo­
se que la nueva afiliación significa la renuncia de la anterior; 
sin embargo, esto no funciona de manera automática ya que 

. quien conste como afiliado a más de un partido político será 
reprimido con la pérdida de los derechos de ciudadanía por un 
año (LPP, artículo 7). 

Así mismo, la desafiliación de un partido inhabilita a un 
ciudadano para aparecer como candidato de otro partido a una 
dignidad de elección popular, a no ser que se haya producido 
al menos ciento ochenta días antes de la fecha en que se inscri­
ba su candidatura. En caso de expulsión deberá transcurrir un 
año entre la sanción y la proclamación de la candidatura por el 
nuevo partido (LPP, artículo 35). 

La afiliación a los partidos es libre, individual y voluntaria. 
Los mecanismos de afiliación quedan bajo la responsabilidad 
de cada partido, aunque se establece que "Para la aceptación de 
sus miembros, los partidos no podrán hacer ningún discrimcn 
por motivos de raza, sexo, credo religioso, cultura y condición 
social o económica" (LPP, artículo 8). A su vez, esta disposición 
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antidiscriminatoria ha sido interpretada como una negativa a la 
posibilidad de conformar partidos a base de determinadas 
identidades (étnicas, regionales, religiosas). 

4.3.5. Sistema de nominación de candidatos 

Dentro del esquema vigente existen tres tipos de candidatu­
ras: unipersonales, bipersonales y pluripersonales. Al primer 
tipo corresponden prefectos provinciales, alcaldes municipales 
y presidentes de concejos municipales; al segundo tipo, presi­
dente y vicepresidente de la República; al tercer tipo, diputados 
naciona les, diputados provinciales, consejeros provinciales y 
concejales municipales (cantonales). 

Previamente a la descripción del sistema de nominación de 
candidatos es necesario conocer las instituciones que se confor­
man por elección popular. El país está dividido en provincias, 
éstas en cantones y estos a su vez en parroquias. En cada pro­
vincia hay un Consejo Provincial conformado por un número 
variable de consejeros, elegidos por lista cerrada; está presidido 
por un prefecto de elección unipersonal. En cada cantón funcio­
na un concejo municipal, conformado por un número también 
variable de concejales, elegidos por lista cerrada; lo preside un 
alcalde (en las capitales provinciales y ciudades de más de den 
mil habitantes) o un presidente de concejo municipal (en las 
cabeceras cantonales) de elección unipersonal. La presentación 
de listas para consejeros y concejales no exige necesariamente 
la presentación de candidatos para prefecto y alcalde o vicever­
sa. 

El Congreso Nacional es unicarneral y está conformado por 
doce diputados nacionales y un número variable de diputados 
provinciales que se eligen de acuerdo al volumen de población 
de cada provincia. En ambos casos se elige por lista cerrada, sin 
opción de voto preferencial. Finalmente, presidente y vicepresi­
dente de la República se eligen en una sola papeleta. 

Para la nominación de candidatos existen algunas disposi­
ciones que parten desde la ya señalada prerrogativa constitu­
cional de los partidos para presentar candidatos para las elec­
ciones. Esta es ratificada en la Ley de Elecciones que señala que 
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"A toda elección precederá la proclamación e inscripción de 
candidaturas ante el correspondiente Tribunal Electoral. La 
proclamación será hecha únicamente por los partidos políticos 
que hubieren obtenido su reconocimiento legal" (LE, artículo 
46). 

Luego se establecen tres condiciones de carácter temporal: el 
momento de la convocatoria, la obligación de que cada partido 
cuente con un tiempo mínimo de vida jurídica antes de partici­
par en un proceso electoral y el momento de la inscripción de 
candidatos. En primer lugar, la convocatoria será hecha por el 
Tribunal Supremo Electoral "con ciento veinte días de anticipa­
ción al de las votaciones; en ella determinará la fecha en que se 
han de realizar las elecciones, los cargos que deben proveerse y 
el período legal de duración de los mismos" (LE, artículo 44). 
En caso de incumplimiento de este deber, el Tribunal de 
Garantías Constitucionales le requerirá para que lo observe; si a 
pesar de ello no realiza la convocatoria hasta cuarenta y ocho 
horas después, el mismo Tribunal de Garantías hará la convo­
catoria, destituirá a los vocales del Tribunal Supremo Electoral 
y posesionará a los suplentes (LE,artículo 44). 

En segundo lugar, los partidos deben acreditar un tiempo 
de vida jurídica mínimo para participar en los procesos electo­
rales: "Para que un partido político pueda intervenir en las 
elecciones es necesario que obtenga su reconocimiento seis 
meses antes de la fecha en que estas deban realizarse" (LPP, 
artículo 17). Por consiguiente un partido puede inscribirse 
como tal en el Tribunal Supremo Electoral hasta dos meses 
antes de la convocatoria a un proceso electoral. 

En tercer lugar, se define un tiempo específico y perentorio 
para la inscripción de candidatos: "La proclamación e inscrip­
ción de candidatos se hará cuando menos noventa días antes 
del señalado para recibir los sufragios. Pasadas las seis de la 
tarde del nonagésimo día anterior al de las elecciones, no se 
recibirá en ningún tribunal electoral, inscripción de candidatu­
ras" (LE,artículo 48). 
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4.3.6. Financiamiento público y privado 

Por primera vez en la historia del país, la legislación vigente 
establece normas para el financiamiento de los partidos políti­
cos. Como se señaló antes, la ley reconoce el derecho de estos a 
conformar un patrimonio conformado por las contribuciones 
de los afiliados, los subsidios del Estado, las rentas de sus 
inversiones y las donaciones y legados de sus simpatizantes. 
Inclusive, independientemente de las regulaciones internas de 
cada partido, establece que los afiliados están obligados a 
pagar una contribución periódica (LPP, artículo 59). 

Los aspectos más novedosos con respecto a situaciones ante­
riores son los que hacen relación al subsidio estatal, al reconoci­
miento de la capacidad de los partidos para realizar inversio­
nes y la apertura. para recibir donaciones. Estas disposiciones 
logran no solamente consolidar el patrimonio de los partidos y 
en esa medida dotarles de mayor estabilidad y capacidad de 
acción, sino que otorgan mayor transparencia a su financia­
miento. Como es obvio, cada una de las modalidades de obten­
ción de recursos está sujeta a disposiciones específicas que esta­
blecen sus límites. La Constitución señala que "Los partidos 
políticos gozarán de la protección del Estado para su organiza­
ción y funcionamiento" (CPR, artículo 36). Esta protección se 
manifiesta, en el nivel del financiamiento, en la conformación 
del denominado Fondo Partidario Permanente, descrito antes. 

En los años en que se realizan elecciones, se asigna otra par­
tida por el mismo monto (0.5 por mil de los egresos), que se , 
distribuye en proporción a los votos obtenidos en las elecciones 
realizadas (LPP, artículo 62). Para el cálculo del porcentaje de 
votación obtenido por cada partido se toman en cuenta las elec­
ciones pluripcrsonalcs: diputados, consejeros provinciales y 
concejales municipales. Cuando se realizan simultáneamente 
varias de estas elecciones, se extrae el promedio obtenido en 
ellas por cada partido; ese es el porcentaje que se utiliza para la 
asignación del Fondo Partidario Permanente (LPP, artículo 39). 

La posibilidad de que los partidos reciban donaciones de 
personas naturales o jurídicas recibe un impulso adicional 
cuando la ley establece que podrán deducirse del monto impo­
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nible en la declaración del impuesto a la renta del donante, 
hasta por un valor equivalente al dos por ciento de la misma 
(LPP, artículo 33). Sin embargo, queda taxativamente prohibido 
que los partidos reciban, directa o indirectamente, aportes eco­
nómicos de personas naturales o jurídicas que contraten con el 
Estado o de empresas, instituciones y estados extranjeros (LPP, 
artículo 60); pero esto no excluye la posibilidad de que los par­
tidos políticos puedan formar parte de organizaciones interna­
cionales (LPP,artículo 6). 

El reconocimiento del derecho de los partidos a realizar 
inversiones que les produzcan rentas no tiene mayores regula­
ciones en las leyes. Eso sí, se ve fortalecido por la disposición 
que los exonera del pago de impuestos sobre esas rentas, lo que 
dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano constituye un 
privilegio que lo comparte solamente con las entidades sin 
fines de lucro. También es un apoyo indirecto a este derecho la 
exoneración de impuestos fiscales, municipales o especiales por 
la propiedad de bienes raíces y por su adquisición y transferen­
cia (LPP,artículo 33). 

4.3.7. Normas de pérdida de registro 

La cancelación de la inscripción de un partido origina su 
extinción y produce la pérdida de sus bienes y de la protección 
especial prevista en las leyes; el partido al que se le ha cancela­
do su inscripción no puede volver a solicitar su reconocimiento 
(LPP, artículo 36). Las causas por las cuales puede declararse la 
extinción y cancelar la inscripción de un partido son las 
siguientes: 

a) Por decisión libre y voluntaria tomada de conformidad 
con sus estatutos; 

b) Por incorporación a otro partido político o por fusión; 
e) Por no obtener al menos el cociente mínimo establecido 

en cada una de dos elecciones pluripersonales sucesivas a 
nivel nacional; 

d) Por no participar en un evento electoral pluripersonal, 
al menos en diez provincias; 
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e) Por constituir organizaciones paramilitares o no respe­
tar el carácter no deliberante de los miembros de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional en servicio activo. 

El Tribunal Supremo Electoral es el organismo que puede 
declarar la extinción de un partido político. Cuando ésta obede­
ce a decisión voluntaria o a incorporación a otro partido, el 
Tribunal debe comprobar que la medida ha sido tomada de 
acuerdo con las disposiciones de la ley y de los estatutos del 
partido; en el primer caso, los bienes patrimoniales pasan a 
engrosar el Fondo Partidario Permanente; en el segundo se 
transfieren al partido en el cual se integra. En los casos de vota­
ción inferior al porcentaje mínimo y de no participación, el 
Tribunal actúa de oficio o a petición de cualquier ciudadano. 
Para el caso de constituir organizaciones paramilitares o no res­
petar el carácter no deliberante de los miembros de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional, deberá existir un pronuncia­
miento previo del Tribunal de Garantías Constitucionales 
declarando que se ha producido la violación; en todos estos 
últimos casos, sus bienes pasan al Fondo mencionado (LPP, 
artículos 37/ 38 Y 40). 

De alguna manera estas disposiciones acerca de la pérdida 
de registro de un partido se relacionan con el tema que se trata 
a continuación, el de las alianzas y con la obligación de partici­
par al menos en diez provincias (LPP, artículo 39). Se trata de 
arbitrios para medir directamente la votación que obtiene cada 
partido, aunque es evidente que ello podría lograrse también 
dentro de un sistema electoral que permita las alianzas, siem­
pre que cada partido sea individualizado dentro de ellas. 

43.8. Normas sobre alianzas y/o coaliciones partidarias 

Dentro del sistema electoral ecuatoriano están expresamente 
prohibidas las alianzas para las elecciones pluripersonales, esto 
es, de diputados nacionales y provinciales, de consejeros pro­
vinciales y de concejales municipales. Solamente están permití­
das para las elecciones de presidente y vicepresidente de la 
República, prefectos y alcaldes (LPP,artículo 39). Como se dijo, 
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esto tiene relación con la obligación de obtener un porcentaje 
mínimo y de presentar candidatos en por 10 menos diez pro­
vincias. 

El objetivo de la prohibición, además de contar con un ins­
trumento de medición de la fuerza de un partido, ya sea por el 
número de votos que obtiene, ya sea por la presencia en una 
parte significativa del territorio nacional, es impulsar la consti­
tución de partidos fuertes. Sin embargo, resulta innegable que 
estas disposiciones han arrojado los efectos contrarios a los que 
se buscaba, ya que han contribuido a la dispersión por vía de la 
multiplicación de partidos en el escenario nacional: ante la 
imposibilidad de conformar alianzas, todos buscan ocupar un 
espacio allí. 

5. EXPRESIONES ELECTORALES 

5.1. Papeletas electorales 

Las votaciones en todas las elecciones directas se realizan 
mediante el empleo de papeletas electorales seriadas y numera­
das, proporcionadas por el Tribunal Supremo Electoral (o por 
intermedio de los Tribunales Provinciales) a las Juntas 
Receptoras del Voto (LE, artículo 58). Para cada institución 
objeto de la elección se utiliza una papeleta. Las papeletas para 
elecciones pluripersonales se elaboran utilizando el nombre, el 
número, los colores y los símbolos de cada partido. Para las 
unipersonales y para presidente y vicepresidente de la 
República se incluyen los nombres y las fotografías de los can­
didatos. El elector debe marcar su preferencia dentro del casi­
llero respectivo (LE, artículo 59). 

5.2. Elecciones presidenciales 

Como se señaló antes, bajo la actual legislación, la elección 
de presidente y vicepresidente de la República requiere la 
mayoría absoluta, esto es, más del 50% de los votos válidos 
(CPR, artículo 75). Para esto está prevista la segunda vuelta 
electoral entre los dos binomios que han obtenido los dos pri­
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meros lugares. La primera vuelta se realiza el primer domingo 
de Mayo de cada cuatro años y la segunda vuelta cuarenta y 
cinco días después de la primera, el tercer domingo de junio 
del mismo año. 

En este caso la papeleta electoral es única, es decir se trata 
de una elección bipersonal. Por lo tanto, el elector debe optar 
por el binomio, sin posibilidad de "cruzar" su voto entre el can­
didato presidencial de un partido o de una coalición y el candi­
dato vicepresidencial de otro partido o coalición, como ocurría 
anteriormente. 

5.3. Elecciones de diputados 

Los diputados nacionales son producto de la votación en 
todo el territorio nacional, es decir, para su elección se utiliza 
como distrito único a todo el país; los diputados provinciales 
reciben la votación de cada provincia y, como se explicó antes, 
su número varía en relación al volumen de población de cada 
una de ellas. Las edades mínimas son de 30 años y 25 años, 
para los diputados nacionales y provinciales, respectivamente. 
Los nacionales duran en su cargo cuatro años, mientras los pro­
vinciales solamente ejercen por un período de dos años. Todos 
los diputados se eligen al momento de la primera vuelta presi­
dencial, pero los provinciales se renuevan en su totalidad a los 
dos años. El sistema es de lista cerrada, sin opción de voto pre­
ferencial y el orden está determinado por cada partido político. 
Para ambos casos rige el sistema proporcional con representa­
ción de minorías. 

5.4. Elecciones para consejos provinciales 

Para conformar los consejos provinciales se realizan dos 
votaciones diferentes e independientes: para el prefecto y para 
los consejeros. La del prefecto es unipersonal, en una papeleta 
propia y su nominación se realiza por mayoría simple. La de 
los consejeros es por lista cerrada, sin opción de voto preferen­
cial, de acuerdo al orden otorgado por los partidos. En esta últi­
ma rige el sistema proporcional con representación de minorí­
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as. En ambos casos el distrito electoral es la provincia. 
Como se dijo antes, es variable el número de consejeros y 

apenas guarda una lejana relación con el volumen de población 
de cada provincia. Se constituyen con nueve miembros en las 
cuatro provincias de mayor población; con siete en las cinco 
provincias que podrían considerarse como intermedias y con 
cinco miembros en las doce provincias de menor población 
(LRP, artículo 2). 

En las elecciones generales de cada dos años se renuevan 
parcialmente los consejeros provinciales; en la elección que 
corresponde a la primera vuelta presidencial se elige a la mayo­
ría de sus integrantes, es decir, a cinco en las provincias gran­
des, cuatro en las intermedias y tres en las pequeñas. En las 
elecciones de mitad de período, se renuevan las minorías: cua­
tro en las grandes, tres en las intermedias y dos en las peque­
ñas. 

5.5. Elecciones para concejos municipales 

El sistema de elección para conformar los concejos munici­
pales es similar al que rige para los consejos provinciales. El 
alcalde (o presidente de concejo en los cantones que no alber­
gan a una capital provincial yen los de menor población) es el 
producto de una elección unipersonal que se define por mayo­
ría simple y los concejales de una pluripersonal con sistema 
proporcional de representación de minorías. En ambos casos el 
distrito electoral es el cantón. 

El número de concejales es variable y depende del volumen 
de población de cada cantón. Los de más de cuatrocientos mil 
habitantes tienen quince concejales; con más de doscientos mil, 
trece concejales; con más de cien mil once concejales; los de 
capitales de provincia (excepto las amazónicas y Galápagos), 
los que sin serlo tengan alcalde o los de localidades de más de 
ochenta mil habitantes, nueve concejales; los de las capitales 
amazónicas y Galápagos siete concejales y los demás cinco con­
cejales (LRM, artículo 27). 

También en este caso, en las elecciones generales de cada 
dos años se renuevan parcialmente los concejales municipales. 
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Conjuntamente con la primera vuelta presidencial se eligen las 
mayorías: ocho en los cantones más grandes; siete en los de 
más de doscientos mil habitantes; seis en los de más de cien 
mil; cinco en las capitales provinciales o ciudades de más de 
ochenta mil habitantes; cuatro en las capitales provinciales 
amazónicas y Galápagos y tres en los restantes. En las eleccio­
nes de mitad de período, se renuevan las minorías: siete, seis, 
cinco, cuatro, tres y dos, respectivamente para los cantones 
señalados. 

5.6. Plebiscito o referéndum 

Las leyes ecuatorianas no establecen ninguna diferencia 
entre plebiscito, referéndum y consulta popular, de manera que 
para efectos prácticos se han convertido en sinónimos. La 
Constitución faculta al presidente de la República a "Convocar 
y someter a consulta popular las cuestiones que a su juicio fue-­
ren de trascendental importancia para el Estado y, especialmen­
te, los proyectos de reforma a la Constitución" (CPR, artículo 
79). 

En el caso de reforma constitucional, la consulta puede efec­
tuarse cuando un proyecto. propuesto por el presidente de la 
República ha sido rechazado total o parcialmente por el 
Congreso Nacional o cuando un proyecto de reforma aprobado 
por el Congreso ha obtenido dictamen total o parcialmente des­
favorable del presidente de la República. La consulta se debe 
circunscribir a la parte o partes del proyecto de reforma que 
han sido objeto de la discrepancia (CPR, artículo 149). En este 
sentido, la convocatoria tiene principalmente el carácter de 
referéndum, ya que su objetivo es dirimir en una controversia 
entre el ejecutivo y el legislativo. 

Para estos casos, el presidente de la República debe solicitar 
al Tribunal Supremo Electoral que formule la convocatoria y 
éste procederá de la misma manera que para cualquier elección 
(LE, artículos 95-103). El Tribunal tiene la facultad de reglamen­
tar el contenido y la forma que deberá tener la papeleta que 
contendrá la pregunta formulada por el presidente. El resulta­
do se obtiene por mayoría simple de los votos válidos. 
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6. EL SISTEMA ELECTORAL 

6.1. Modelos electorales 

En el Ecuador coexisten tres métodos de asignación de 
puestos en los procesos electorales: el de mayoría absoluta, 
para la elección de presidente y vicepresidente de la República; 
el de mayoría simple, para la elección de prefectos provinciales 
alcaldes y presidentes de consejos municipales; y el de repre­
sentación proporcional, para la elección de diputados naciona­
les y provinciales, consejeros provinciales y concejales munici­
pales. A la vez, este último tiene tres variantes: cuando debe 
llenarse más de dos puestos, cuando son solamente dos y cuan­
do se presentan los denominados casos atípicos. 

Como ya se ha señalado, para la aplicación del método de 
mayoría absoluta se ha establecido la segunda vuelta electoral. 
En esta se enfrentan los dos binomios que han obtenido las más 
altas votaciones y, dado que se cuentan únicamente los votos 
válidos, uno de ellos obtendrá necesariamente más del cincuen­
ta por ciento. 

En el de mayoría simple o relativa (para prefectos provincia­
les y alcaldes) se elige al candidato que ha obtenido el mayor 
número de votos, cualquiera sea la proporción con respecto al 
total de votos válidos o a los obtenidos por los otros candida­
tos. Por tanto, no existen límites mínimos ni máximos, de 
manera que en casos de mucha dispersión puede haber un 
triunfador con un porcentaje relativamente bajo. 

El sistema proporcional con representación de minorías, 
establecido como disposición constitucional (CPR, artículo 34), 
se utiliza para las elecciones pluripersonales por lista cerrada, 
con la aplicación de cocientes, en casos en que se deba llenar 
más de dos puestos. El método se basa en la obtención de dos 
cocientes a partir de los votos válidos, esto es, de los que se han 
otorgado a las listas inscritas, sin considerar nulos y blancos 
(LE,artículo 85). 

El primer cociente, denominado eliminador, se obtiene por 
la división del total de votos válidos para el número de puestos 
a elegirse y luego para dos, o lo que es lo mismo, el total de 
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votos válidos para el doble del número de puestos a llenar. 
Luego se suman los votos de las listas que han obtenido una 
cantidad por lo menos igual a ese cociente y se divide para el 
número de puestos en disputa; el resultado de esta última ope­
ración es el segundo cociente, denominado distribuidor. Cada 
lista tiene derecho a tantos puestos cuantas veces quepa dicho 
cociente en su total de votos. 

Si luego de hecha esta adjudicación aun quedan uno o más 
puestos por lIenar, estos se adjudicarán a las listas que tengan 
los residuos mayores, en orden descendente, incluyendo todas 
las listas, aun las que no llegaron al primer cociente pero que 
alcanzaron por lo menos el sesenta por ciento de éste (LE, artÍ­
culo 85). En el Anexo N2 1 se presenta un ejemplo (tomado del 
Reglamento a la Ley de Elecciones) de la manera en que se dis­
tribuyen cinco puestos en disputa, por medio de la aplicación 
de los cocientes. 

Cuando se deben llenar solamente dos puestos no se aplica 
el método de cocientes descrito (LE, artículo 83). En ese caso el 
primer puesto corresponde a la lista que ha obtenido el mayor 
número de votos y el segundo a la que le sigue inmediatamen­
te/ siempre que ésta haya alcanzado por lo menos el cincuenta 
por ciento de los votos de la primera; si no alcanza dicha canti­
dad/ los dos puestos se adjudican a la primera. 

Los casos denominados atípicos son tres: cuando ninguna 
de las listas ha llegado al primer cociente; cuando solamente 
una lo ha hecho; cuando ninguna de las que han salvado el pri­
mer cociente llega al segundo cociente. En el primer caso se 
adjudica un puesto a cada una, en orden descendente de vota­
ción/ hasta agotar los puestos por proveerse. En el segundo 
caso, cuando solamente una ha superado el primer cociente, se 
le adjudican a ésta todos los puestos, menos uno, que se lo 
entrega a la lista que le siga en votación. En el tercer caso, cuan­
do ninguna de las que ha superado el primer cociente logra lle­
gar al segundo, se consideran como residuos al total de votos 
obtenidos por cada lista y se procede a adjudicar los puestos 
como si se tratara del segundo cociente. 
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6.2. Distritos y proporcionalidad demográfica 

En el Ecuador se utilizan a las provincias y a los cantones 
como distritos electorales. Las elecciones de diputados provin­
ciales, prefectos y consejeros provinciales se realizan en el 
ámbito de la provincia. Las de alcaldes, presidentes de concejos 
y concejales municipales tienen lugar en los cantones. Para las 
elecciones de presidente, vicepresidente de la República y 
diputados nacionales se produce la agregación de la votación 
provincial, lo que le convierte al conjunto del territorio nacional 
en un distrito electoral. La parroquia, la más pequeña circuns­
cripción administrativa del país, funciona solamente como refe­
rencia para la definición de los recintos electorales. 

Las considerables diferencias del volumen de la población 
entre provincias y entre cantones configuran distritos electora­
les de tamaños muy diferentes. Esto tiene incidencia cuando, al 
conformar entidades pluripersonales, se plantea la necesidad 
de establecer mecanismos de representación. De manera espe­
cial, se hace necesario definir aquellos mecanismos en el caso 
de la conformación del Congreso Nacional, en 10 que respecta a 
la elección de diputados provinciales; en menor medida esta 
definición aparece también el caso de los consejos provinciales 
y de los concejos municipales (cuya conformación en relación 
al volumen de población ya fue tratada antes). No incide en el 
caso de los diputados nacionales ya que estos tienen un núme­
ro fijo de doce, establecido por la Constitución. 

Constitucionalmente se ha definido la fórmula de participa­
ción proporcional de las provincias para la elección de los dipu­
tados provinciales al Congreso Nacional. En primer lugar, se 
adopta un criterio casi estrictamente administrativo: cada una 
de ellas elige dos diputados, con excepción de las de menos de 
cien mil habitantes que eligen solamente uno; es decir, por el 
hecho de ser provincias tienen derecho a representación en el 
Congreso. En segundo lugar, se utiliza el criterio proporcional 
de acuerdo al tamaño de la población: se elige un diputado por 
cada trescientos mil habitantes o fracción que pase de los dos­
cientos mil (CPR, artículo 56). 

Dado el número relativamente pequeño de diputados del 
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Congreso Nacional, que resulta de este sistema, se produce la 
subrepresentación de las provincias grandes y la sobrerepre­
sentación de las provincias con menor población. Esto se puede 
observar en el Anexo NIl 2, donde se compara la población elec­
toral de cada provincia con el número de diputados provincia­
les que elige para el Congreso Nacional. 

7. LAS INSTITUCIONES DE ORGANIZACION y SUPER­
VISION DE LOS PROCESOS ELECTORALES 

7.1. Las instituciones y sus funciones 

Dentro del ordenamiento electoral ecuatoriano se han defi­
nido tres niveles institucionales: el Tribunal Supremo Electoral, 
los Tribunales Provinciales Electorales y las Juntas Receptoras 
del Voto. El organismo máximo encargado de dirigir y vigilar 
todos los procesos electorales y la vida de los partidos es el 
Tribunal Supremo Electoral. Este organismo actúa como instan­
cia de inscripción, control y regulación de los partidos políticos 
y como organizador de los procesos electorales. A su vez, tiene 
la potestad y la obligación de conformar un Tribunal Provincial 
Electoral en cada una de las 21 provincias del país. 

En el nivel de la realización de los comicios, al Tribunal 
Supremo Electoral le compete elaborar los registros y los 
padrones electorales, convocar a elecciones, realizar los escruti­
nios definitivos, proclamar los resultados, velar porque la pro­
paganda electoral se realice en los marcos establecidos en la ley, 
imponer sanciones y resolver en última instancia los recursos 
de apelación (LE, artículo 19). 

A los Tribunales Provinciales les corresponde dirigir y vigi­
lar, dentro de su jurisdicción, los procesos electorales, realizar 
los escrutinios de las elecciones provinciales, así como los 
escrutinios provinciales de las elecciones realizadas en la pro­
vincia para dignidades nacionales y para consultas populares y 
resolver las reclamaciones que formulen los partidos políticos o 
los ciudadanos acerca de irregularidades en el proceso electoral 
(LE, artículo 22). 

Para recibir los votos y realizar el primer escrutinio se con­
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forman las Juntas Receptoras del Voto (LE, artículo 26). Estas se 
constituyen para cada elección por designación del respectivo 
Tribunal Provincial y tienen a su cargo un padrón electoral, es 
decir, no más de quinientos ciudadanos (LE, artículo 35). Las 
Juntas -llamadas también mesas de votación- tiene corno fun­
ciones levantar las actas de la instalación y del escrutinio par­
cial, entregar al votante las papeletas de votación y el certifica­
do de votación, efectuar los escrutinios parciales, remitir al 
Tribunal Provincial las papeletas electorales y las actas y vigilar 
la realización del acto electoral. 

Las Juntas no pueden rechazar el voto de las personas que 
porten su cédula de ciudadanía y que se encuentren registradas 
en el padrón electoral; tampoco puede recibir el voto de perso­
nas que no consten en el padrón; deben impedir que los dele­
gados de los partidos u otras personas realicen propaganda 
dentro del recinto electoral; no pueden recibir el voto de los 
ciudadanos antes de las siete de la mañana ni después de las 
cinco de la tarde del día de la elección; no pueden realizar el 
escrutinio fuera de del recinto electoral (LE,artículo 32). 

Para el funcionamiento de las Juntas Electorales se constitu­
yen los denominados recintos electorales, que son espacios físi­
cos en donde se concentra el número de Juntas correspondiente 
a una parroquia. Es en estos recintos en donde se debe realizar 
el primer escrutinio y levantar las actas. 

7.2. Mecanismos de designación de la autoridades electorales 

El Tribunal Supremo Electoral goza de autonomía y está 
conformado por siete vocales (uno de los cuales es su presiden­
te), todos elegidos por el Congreso Nacional en la siguiente 
forma: tres de fuera de su seno en representación de la ciuda­
danía, dos de temas enviadas por el presidente de la República 
y dos de temas enviadas por la Corte Suprema de Justicia. Los 
vocales duran dos años en sus funciones y pueden ser reelegi­
dos (CPR, artículo 112). Cada uno de ellos tiene su respectivo 
suplente. 

Cada Tribunal Provincial Electoral se conforma también por 
siete miembros (designados por el Tribunal Supremo Electoral), 
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escogidos preferentemente entre las personas que consten en 
las ternas enviadas por los partidos políticos (LE, artículo 21). 
Al igual que en el Tribunal Supremo, uno de sus vocales será su 
presidente, elegido por el resto de vocales; por cada vocal prin­
cipal se debe elegir un suplente que, al igual que los principales 
duran dos años en el ejercicio de sus funciones. 

Cada Junta Receptora del Voto está conformada por tres 
vocales principales y tres suplentes designados por el Tribunal 
Provincial Electoral. Los integrantes de las Juntas deben ser 
escogidos, preferentemente, de entre los nombres de los ciuda­
danos constantes en las ternas enviadas por los partidos políti­
cos con sesenta días de anticipación a al día de la elección. 
Pasado ese plazo, el Tribunal no puede aceptar temas y debe 
conformarlas con ciudadanos que constan en el padrón (RLE, 
artículo 47). El nombramiento como vocal de una Junta sólo 
admite excusas de fuerza mayor; el incumplimiento de esta 
obligación causa la suspensión de los derechos de ciudadanía 
por un año (LE, artículo 13; RLE, artículo 50). 

8. LA ORGANIZACION DE LAS ELECCIONES 

8.1. El registro electoral 

Debido a que el voto es obligatorio para todos los ciudada­
nos, en el Ecuador no existe un proceso de registro electoral 
autónomo del proceso de ccdulación. Incluso, por esta misma 
razón, no se conforma un instrumento específico que se deno­
mine registro electoral; solamente se constituyen los padrones 
electorales, que son los conjuntos de personas que deben votar 
en una mesa electoral o Junta Receptora del Voto. En ellos 
deben constar todos los ecuatorianos que han cumplido diecio­
cho años y que se han cedulado hasta treinta días antes de cada 
votación. 

El Tribunal Supremo Electoral elabora los padrones electora­
les con los datos proporcionados por la Dirección General de 
Registro Civil, Identificación y Cedulación (LE, artículo 10). 
Esta es una información que se va actualizando conforme se 
van cedulando los ciudadanos, salvo en el período elecdonario 
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en el que la posibilidad de actualización -por cedulación o por 
pedido de los ciudadanos que habiéndose cedulado no constan 
en los registros- se cierra treinta días antes de la elección (RLE, 
artículo 13). Por consiguiente, un primer instrumento es la lista 
de personas ceduladas proporcionada al Tribunal por el 
Registro Civil. 

Sobre la base de esta información se abre un proceso de 
depuración y de conformación de los padrones propiamente 
dichos. Para ello, los Tribunales Provinciales Electorales deben 
dar a conocer públicamente, desde noventa días antes de la 
elección, la nómina de los ciudadanos cedulados incluidos ya 
en los padrones provisionales. Para este fin se instalan mesas 
de información en los sitios en que se considere necesario o se 
realizan publicaciones por la prensa. A partir de ello, los ciuda­
danos pueden actualizar sus datos o pedir su inclusión en los 
padrones. Finalmente, el Tribunal Supremo Electoral elabora el 
padrón definitivo con indicación de la parroquia y junta electo­
ral donde debe votar el ciudadano; estos también deben ser 
dados a conocer públicamente de la misma manera que lo fue­
ron los provisionales (RLE, artículo 16). En cada padrón consta 
un número máximo de quinientos ciudadanos, ordenados alfa­
béticamente por apellido y con su número de cédula de ciuda­
danía. 

Cuando se hace necesaria la segunda vuelta para la elección 
de presidente y vicepresidente de la República, no se pueden 
alterar bajo ningún concepto los padrones electorales utilizados 
en la primera vuelta, ni el número de electores en cada Junta 
receptora del voto. Por consiguiente, para la primera y la 
segunda vuelta se deben utilizar los mismos padrones y no 
puede variar ni el número ni la composición de los votantes en 
cada Junta o mesa electoral. 

8.2. Elegibilidad de los candidatos 

8.2.1.	 Requisitos, incompatibilidades e inhabilidades 
para ser candidatos 

Los requisitos generales para cualquier candidatura son: 
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a) ser ecuatoriano por nacimiento; 
b) estar en goce de los derechos de ciudadanía; 
e) ser afiliado y patrocinado por uno de los partidos políti­

cos reconocidos legalmente; 
d) no haber ejercido en el período inmediato anterior el 

cargo objeto de la candidatura; 
e) no ser miembro de activo de las Fuerzas Armadas o de 

la Policía Nacional o no haberlo sido por lo menos seis meses 
antes de la elección; 

f) no ser ministro religioso de cualquier culto; 
g) no tener personalmente o como representante de perso­

nas jurídicas contratos con el Estado; 
h) no ser representante legal de compañías extranjeras; 
i) tener la edad mínima establecida para cada cargo; 
j) no ejercer ninguna función pública ni recibir sueldo del 

presupuesto del Estado; 
k) no postular como candidato para ninguna otra repre­

sentación de elección popular. 

Además de estos requisitos generales la Ley consigna algu­
nos específicos que varían para cada cargo. Para presidente y 
vicepresidente de la República se establece una edad mínima 
de treinta y cinco años al momento de la elección y no ser 
pariente del presidente de la República en ejercicio, dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
Además, dado que constitucionalmente está prohibida de 
manera absoluta la reelección, los candidatos a presidente y 
vicepresidente no deben haber ejercido la presidencia o la vice­
presidencia, respectivamente (CPR, artículo 75). 

Para diputados nacionales y provinciales se establece el 
límite de edad en treinta y en veinticinco años, respectivamen­
te. Para los provinciales se exige ser oriundo de la provincia 
por la cual se presenta o haber tenido su residencia principal en 
ella, de modo ininterrumpido por lo menos tres años inmedia­
tamente antes de la elección. Así mismo, no pueden ser candi­
datos los presidentes, gerentes y representantes legales de los 
bancos y demás instituciones de crédito, como también los deu­
dores de la Corporación Financiera Nacional, del Banco Central 

190 



del Ecuador y del Banco de Fomento. 
Para prefectos provinciales, alcaldes, presidentes de conce­

jos municipales, consejeros provinciales y concejales municipa­
les solamente se estipula la edad correspondiente: treinta años 
para prefectos, alcaldes y presidentes de concejos municipales: 
veinticinco años para consejeros provinciales y concejales 
municipales. Resulta extraño que no haya ninguna cláusula 
acerca de la residencia en la provincia, para prefectos y conseje­
ros o en el cantón, para alcaldes, presidentes de concejos y con­
cejales. 

8.2.2. Inscripciones de candidatos 

Como se vio al tratar el sistema de nominación de candida­
tos, los partidos políticos son los únicos habilitados para hacer 
las inscripciones, ya sea en el Tribunal Supremo Electoral o en 
el correspondiente Tribunal Provincial, según el tipo de candi­
daturas de que se trate. Estas deben hacerse por lo menos 
noventa días antes del señalado para recibir los sufragios. El 
límite máximo para ello son las seis de la tarde. 

Las inscripciones de candidatos deben ser hechas por los 
dirigentes de los partidos, ya sea a nivel nacional, provincial o 
cantonal, de acuerdo a los cargos de que se traten. Para este 
efecto se deben utilizar los formularios proporcionados por el 
correspondiente Tribunal Electoral (RLE, artículo 27). 

Para presidente y vicepresidente de la República y diputa­
dos nacionales del Congreso Nacional debe hacerse ante el 
Tribunal Supremo Electoral por quien ejerza la Dirección 
Nacional del partido político que auspicie la candidatura, o por 
quien estatutariamente le subrogue (LE, artículo 49). Para dipu­
tados provinciales al Congreso Nacional, alcaldes, presidente 
de concejos municipales, concejales municipales, prefectos y 
consejeros provinciales deben ser hechas ante el Tribunal 
Provincial Electoral correspondiente, por quien ejerza la 
Dirección Provincial del partido político o por su subrogan te 
(LE, artículo 50). 

Para la inscripción de candidatos, el partido debe presentar 
toda la documentación que acredite la idoneidad de cada uno 
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de los candidatos (LE, artículo 47). El documento básico es la 
cédula de ciudadanía, expedida por el Registro Civil, de la cual 
se debe adjuntar una fotocopia. En las candidaturas uniperso­
nales y en las bipersonales deben presentarse fotografías de los 
candidatos. En ningún caso es necesaria la presencia de los can­
didatos (RLE, artículo 27), pero sí es un requisito adjuntar la 
aceptación de estos, con una declaración jurada de que no están 
incursos en alguna de las inhabilidades determinadas por la 
ley. Además, se requiere una certificación suscrita por el secre­
tario del partido acerca de que las candidaturas han sido auspi­
ciadas de conformidad con los estatutos del partido y de que 
los candidatos se encuentran afiliados a éste (LE,artículo 54). 

Para las elecciones pluripersonalcs los partidos deben pre­
sentar listas completas, conformadas por un número de candi­
datos igual al total de puestos que se eligen, con sus respectivos 
suplentes. Como se ha señalado antes, no existe el voto prefe­
rencial, de manera que el orden de la lista, establecido por el 
partido político, es el definitivo. 

8.2.3. Calificación de candidatos 

Tanto el Tribunal Supremo Electoral como los Tribunales 
Provinciales Electorales tienen la facultad de calificar las candi­
daturas, sobre la base de los requisitos, prohibiciones incompa­
tibilidades e inhabilidades establecidas en la ley, así como por 
las impugnaciones realizadas por los otros partidos políticos. 
Con este fin, una vez que un partido ha inscrito a sus candida­
tos, el Tribunal correspondiente debe notificar a los demás par­
tidos al día siguiente de la presentación y antes de realizar la 
calificación (RLE, artículo 28). 

Los partidos políticos pueden presentar impugnaciones a 
las candidaturas, adjuntando pruebas y documentos justificati­
vos, dentro del plazo de cuatro días contados a partir de la 
notificación de las candidaturas (RLE, artículo 29). Si en ese 
plazo no se presentan impugnaciones, el Tribunal procede a 
calificarlas (RLE,artículo 30). Si existen impugnaciones, al fina­
lizar el plazo mencionado el Tribunal las trasladará a los candi­
datos y partidos impugnados, por el plazo de un día; con la 
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respuesta de estos o en rebeldía, el Tribunal debe proceder a 
resolver las impugnaciones y calificar la candidaturas en el 
plazo de cuatro días (RLE,artículo 31). 

El Tribunal puede, de oficio y con las pruebas constantes en 
sus archivos, rechazar las candidaturas solamente en cuanto a 
los requisitos de edad, desafiliacioncs y expulsiones de los can­
didatos. Si esto procede, el partido puede presentar nuevos 
candidatos en un plazo de tres días desde la notificación. De 
ser así, se deberán dar nuevamente los pasos señalados antes 
(RLE,artículos 32 y 33). Si los nuevos candidatos tienen inhabi­
lidades comprobadas, el Tribunal rechazará la lista; los afecta­
dos pueden presentar el recurso de apelación en el plazo de 
dos días. La resolución del Tribunal causará ejecutoria (RLE, 
artículo 34). Las inhabilidades legales (salvo las relativas a 
edad, expulsiones y desafiliaciones) pueden ser calificadas por 
los Tribunales sólo cuando exista la respectiva impugnación. 

Debido a que las candidaturas a dignidades de elección 
popular una vez inscritas son irrenunciables (LE, artículo 45), 
los partidos sólo pueden cambiar (por una vez) a los candida­
tos que han sido rechazados por el Tribunal (RLE,artículo 37) o 
por causas sobrevinientes de muerte, imposibilidad física, men­
talo legal (LE, artículo 59; RLE, artículo 44). La nueva lista 
deberá ser presentada en el plazo de tres días y para su califica­
ción se deberá seguir el mismo trámite descrito antes. 

8.3. La regulación de las campañas 

8.3.1. Duración 

La legislación ecuatoriana establece indirectamente una 
fecha de inicio de la campaña electoral: "La propaganda electo­
ral solamente podrá iniciarse a partir de la fecha de la convoca­
toria a elecciones" (LE, artículo 104). Sin embargo, no establece 
la fecha de finalización o de cierre, quedando esta como una 
facultad del Tribunal Supremo Electoral. Tradicionalmente se 
ha fijado en cuarenta y ocho horas antes del inicio de la vota­
ción el plazo de finalización. Por tanto, legalmente la campaña 
electoral tiene una duración de ciento dieciocho días, ya que la 
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convocatoria debe realizarse ciento veinte días antes de la elec­
ción. 

8.3.2. Propaganda y acceso a medios 

Como se ha señalado, la Ley determina que la propaganda 
electoral podrá iniciarse a partir de la fecha de convocatoria a 
elecciones. Señala también que, con el propósito de que los par­
tidos tengan similares oportunidades para la promoción de sus 
candidaturas, se establece el control de la propaganda a través 
de los espacios y los tiempos que usen en la prensa, la televi­
sión y la radio (LE,artículo 105).Sin embargo, no estipula nada 
con respecto a otros tipos de propaganda, como la que se efec­
túa a través de la utilización de pancartas o espacios públicos y 
privados, ni acerca de las concentraciones públicas, desfiles, 
comunicación personal o presencia directa de los candidatos. 

Las limitaciones para cada partido se establecen en términos 
de no más de media página por edición o su equivalente en 
número de pulgadas-columna, medida en todos los diarios de 
circulación nacional; a diez minutos diarios de televisión, en 
todos los canales del país; a veinte minutos diarios para cada 
emisora de ámbito nacional y a diez minutos para cada emisora 
de influencia local (LE, artículo 106). La Ley no contempla la 
disponibilidad obligatoria de espacios gratuitos para los parti­
dos, de manera que las regulaciones establecidas benefician a 
las organizaciones que cuentan con mayores recursos. 

8.3.3. Financiamiento 

El financiamiento de las campañas no es objeto de una regu­
lación específica dentro de la legislación electoral ecuatoriana. 
Las únicas disposiciones al respecto son las de carácter general 
acerca del financiamiento de los partidos y de la conformación 
de su patrimonio, así como las señaladas en el punto anterior, 
esto es, las limitaciones para la propaganda en los medios de 
comunicación. Por tanto, el control del gasto electoral solamen­
te podría producirse de una manera indirecta, lo que en la prác­
tica resulta de muy difícil aplicación. 
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8.3.4. Regulación de encuestas 

En el Ecuador se prohíbe la difusión por la prensa, radio, 
televisión o cualquier otro medio de comunicación colectiva de 
encuestas de opinión pública relacionadas con previsiones o 
preferencias electorales durante los treinta días inmediatamen­
te anteriores al día de la elección. La violación a esta norma 
produce la clausura del medio por un lapso no menor de seis 
meses ni mayor de un año y multa desde quinientos hasta mil 
salarios mínimos vitales; la imposición de estas sanciones está a 
cargo del Tribunal Supremo Electoral o de los Tribunales 
Provinciales Electorales en sus respectivas jurisdicciones (LE, 
artículo 113). 

8.3.5. Prohibiciones de participación 

Además de las prohibiciones y restricciones señaladas en 
cuanto a la inscripción de candidatos y a la participación de 
autoridades y funcionarios públicos en las elecciones, la ley 
establece la prohibición de hacer campaña para anular el voto 
en cualquier elección o consulta popular (LE,artículo 104). 

8.3.6. Observadores 

No existen disposiciones legales acerca de observadores 
nacionales o extranjeros en los procesos electorales. 

8.4. La jornada electoral 

La jornada electoral se realiza durante un sólo día estableci­
do por la ley o, en casos especiales (de consulta popular), por el 
Tribunal Supremo Electoral. Esta se inicia a las siete de la 
mañana y concluye a las cinco de la tarde (LE, artículo 60). Al 
llegar la hora límite, los ciudadanos que se encuentren en la fila 
de sufragantes no podrán votar pero la Junta Receptora del 
Voto les entregará un certificado a fin de que no sean sanciona­
dos (RLE, artículo 58). Luego de esa hora no existe posibilidad 
de extensión de la jornada electoral, aun en el caso de que la 
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Junta se haya instalado con retraso. 

8.4.1. Instalación de mesas 

Las mesas o Juntas se instalan a la hora de inicio del sufra­
gio (siete de la mañana), presidida por el vocal principal desig­
nado en primer lugar y con los vocales designados de acuerdo 
al sistema descrito antes (LE, artículos 27 y 29). Cuando la 
Junta no puede instalarse a la hora fijada, por ausencia de uno 
o más de sus vocales, cualquiera de los vocales del Tribunal 
Provincial podrá instalarla nombrando para el efecto a cual­
quier ciudadano en reemplazo del o los ausentes. 

La Junta deberá comprobar que la urna se encuentra vacia, 
deberá exhibirla ante los electores que se encuentren presentes 
y procederá a cerrarla con llave (LE, artículo 61). De inmediato 
procederá a receptar los votos de los ciudadanos empadrona­
dos en esa Junta. 

8.4.2. Restricciones y prohibiciones para 
el día de la votación 

Durante el día de la elección y desde treinta y seis horas 
antes y hasta doce horas después no se permite la venta, distri­
bución y consumo de bebidas alcohólicas (LE, artículo 113). 
También está prohibida la propaganda electoral dentro de los 
recintos electorales, esto es, en los lugares en que se han 
instalado las Juntas Receptoras del Voto. No se puede ingresar 
al recinto electoral en estado de embriaguez, portar armas, alte­
rar o perturbar el desarrollo de las votaciones, faltar de palabra 
u obra a las autoridades electorales y realizar cualquier tipo de 
publicidad a través de los medios de comunicación (LE, artícu­
lo 133). 

8.5. El escrutinio 

Luego de realizadas las votaciones, las Juntas Receptoras 
del Voto proceden al primer escrutinio en el mismo lugar en 
que se han realizado los comicios. La Junta debe verificar si el 
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número de papeletas electorales está conforme con el número 
de sufragantes; si el número de papeletas es mayor, se eliminan 
las que no han sido suministradas por ella o, en caso de que 
hayan sido suministradas, se eliminan por sorteo las exceden­
tes (LE, artículo 65). Concluido el escrutinio se extiende el acta, 
detallando el número de votos válidos, en blanco y nulos. Un 
ejemplar del acta, conjuntamente con las papeletas debidamen­
te guardadas en sobres, se remiten de inmediato al Tribunal 
Provincial Electoral. Un segundo ejemplar se entrega al coordi­
nador designado por el Tribunal Provincial y el tercer ejemplar 
se fija en el lugar en que funcionó la Junta, para conocimiento 
público. Si los partidos lo solicitan, se entregan copias 
certificadas (LE, artículo 65). 

A partir de la hora de cierre de los comicios, el Tribunal 
Provincial Electoral se instala en sesión permanente para la rea­
lización de la primera fase de los escrutinios provinciales. A 
ésta pueden concurrir los candidatos, los delegados de los par­
tidos y los medios de comunicación acreditados. Esta fase 
comienza con el examen de las actas de cada Junta, luego de lo 
cual el Tribunal procede a computar el número de votos obteni­
do por cada candidato o por cada lista. Una vez concluida esta 
fase, cl Tribunal crni te un acta en que se deja constancia de los 
resultados y se informa de csto a los partidos que participaron 
en los comicios. Estos últimos tienen un plazo dc dos días para 
presentar por escrito sus impugnaciones sobre los resultados 
entregados por el Tribunal. 

La segunda fase del escrutinio provincial se inicia con la 
audiencia pública y concluye con la proclamación definitiva de 
los resultados por parte del Tribunal Provincial. En esta fase se 
realiza el escrutinio de las actas rezagadas y suspensas, se 
resuelven las impugnaciones presentadas y se proclaman los 
resultados definitivos de la Provincia (RLE, artículo 83). 

Por su parte, el Tribunal Supremo Electoral realiza el escru­
tinio nacional y proclama los resultados de las elecciones para 
presidente y vicepresidente de la República y de las consultas 
populares. Para ello, los Tribunales Electorales Provinciales 
remiten un ejemplar del acta de escrutinios provinciales y el 
Tribunal Supremo procede de la siguiente forma: resuelve en 
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primer lugar los recursos de apelación: examina las actas del 
escrutinio provincial, verifica los resultados y corrige los erro­
res; hace la proclamación de los resultados definitivos, en reso­
lución que causa ejecutoria. 

8.6. La transmisión de los resultados 

Luego de efectuado el escrutinio en el Tribunal Provincial 
Electoral, éste comunica a los partidos políticos los resultados 
por medio de los casilleros electorales respectivos. Al mismo 
tiempo los da a conocer a los medios de comunicación. 

8.7. Los mecanismos y las instancias de apelación 

Las instancias para las impugnaciones de los resul tados 
electorales tienen estrecha relación con las que actúan para la 
realización de los escrutinios y son, en su orden, las Juntas 
Receptoras del Voto, los Tribunales Provinciales y el Tribunal 
Supremo Electoral. En las primeras actúan los representantes 
de los partidos, quienes pueden discrepar con los resultados y 
solicitar la repetición del escrutinio el número de veces que se 
considere necesario. 

En el Tribunal Provincial actúan los representantes acredita­
dos de los partidos y para ello corre el plazo de dos días señala­
do antes. Para la impugnación se deben adjuntar las pruebas y 
justificativos respectivos, que determinen el error en que se 
supone ha incurrido el Tribunal; sin ellos no se admite el trámi­
te (RLE,artículo 79). 

En el Tribunal Supremo Electoral actúa el representante 
nacional del partido dentro de un plazo de dos días luego de 
recibida la notificación con los resultados electorales. El recurso 
de apelación. cuando se trata de impugnación de los resulta­
dos, procede en cuatro casos: sobre la declaración de nulidad 
de la votación; sobre la declaración de nulidad de los escruti­
nios; sobre la declaración de validez de los escrutinios; sobre la 
adjudicación de puestos. 

El Tribunal debe resolver las apelaciones, en el caso de la 
elección de presidente y vicepresidente de la República, en un 
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plazo de cinco días desde que avocó conocimiento y no mayor 
de diez días desde que recibió la documentación materia de la 
apelación. Para las demás dignidades debe resolver en un 
plazo de cinco días desde que avocó conocimiento. De no exis­
tir resolución, el recurrente tiene derecho a presentar su recla­
mo ante el Tribunal de Garantías Constitucionales. 

9. DEBATES ACTUALES YPROPUESTAS 
DE PERFECCIONAMIENTO 

A pesar de que, desde el retorno al régimen constitucional, 
en algunas ocasiones se han introducido reformas al sistema 
electoral, este no ha sido uno de los temas centrales de debate 
en la política nacional. La atención en materia de reformas se 
ha concentrado de manera fundamental en las atribuciones del 
presidente del República y del Congreso Nacional, en varios 
aspectos del sistema judicial y en la redefinición del papel del 
Estado en la economía. Aunque siempre ha estado presente la 
discusión acerca de la participación de los no afiliados, es muy 
reciente la preocupación acerca del sistema electoral y de su 
incidencia sobre los comportamientos de los partidos. 

En realidad, el debate que se ha abierto desde fines de 1993 
ha abordado solamente algunos temas en ese campo, y no nece­
sariamente los que pueden producir mayores efectos. En la 
consulta popular de Agosto de 1994 se aprobó la participación 
de los no afiliados en las elecciones y la reelección inmediata de 
todas las dignidades, con excepción de presidente y vicepresi­
dente de la República, que puede realizarse luego de un perío­
do. 

Además de la aprobación de esos temas, allí se estableció un 
plazo de cien días para que el Congreso tratara un paquete de 
reformas constitucionales que debía enviar el ejecutivo; en caso 
de que el Congreso no cumpliera con ello, se convocaría a una 
Asamblea Constitucional (no Constituyente) para procesar 
aquellas reformas. Con este fin, el presidente de la República 
conformó una comisión que, en lugar de preparar una propues­
ta de reformas, redactó un proyecto de nueva Constitución. 
Evidentemente, el plazo establecido resultaba muy estrecho 
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para su procesamiento en el Congreso, especialmente dentro de 
un contexto que no ofrecía buenas condiciones para la obten­
ción de consensos. Sin embargo, fueron procesadas varias 
reformas, muchas de ellas de suma importancia pero ninguna 
relacionada con los aspectos electorales. 

Posteriormente, en la consulta realizada en Noviembre de 
1995 el gobierno quiso introducir una profunda reforma en 
cuanto a la conformación del Congreso Nacional ya la modali­
dad de elección de los diputados. En efecto, una pregunta se 
refería a la sustitución de los actuales diputados provinciales y 
nacionales por un solo tipo de diputados distritales, elegidos 
uninominalmente y por mayoría absoluta para un período de 
cuatro años. Con ello no solamente se hubiera cambiado radi­
calmente la actual conformación del Congreso, sino que se 
habría alterado sustancialmente el carácter de la representación 
que actualmente ostenta el diputado, ya que se habría elimina­
do a la provincia como ámbito de elección para sustituirla por 
distritos que se deberían haber conformado en su interior. 
Como es obvio, con esta reforma se habría eliminado la repre­
sentación de minorías, lo que ningún caso aseguraría una 
reducción del número de fuerzas políticas representadas en el 
Congreso, debido a la ya señalada existencia de partidos y ten­
dencias locales y regionales y a la participación de los no afilia­
dos sin ningún requisito de presencia a nivel nacional. 

Dentro de un sistema político como el ecuatoriano, en el que 
los límites no obedecen a definiciones de principios ni a aspec­
tos programáticos, resulta difícil identificar las posiciones ideo­
lógicas que se alinearon a favor o en contra de la propuesta del 
gobierno. Quizás la más clara línea divisoria fue la que se esta­
bleció entre el gobierno y el conjunto de la oposición, una línea 
marcada fundamentalmente por otras preguntas de la consulta 
y por la cercanía de un período electoral. Esto, aunado al des­
gaste y desprestigio del gobierno (seriamente afectado por la 
renuncia y fuga de su vicepresidente ocurridas pocas semanas 
antes) determinó la derrota de la propuesta y, en consecuencia, 
la continuación del sistema descrito en las páginas anteriores 
(con los cambios que se han debido introducir a partir de la 
facultad de los independientes para participar en elecciones) 
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El hecho es que, de aprobarse las disposiciones señaladas, 
habría cambiado radicalmente el sistema electoral que se ha 
mantenido en vigencia desde el retomo constitucional; con ello 
se habrían presentado problemas hasta ahora desconocidos o 
se profundizarían algunos de los ya existentes. Por ello, cabe 
detenerse brevemente en el tratamiento de algunos aspectos 
que podrían haber introducido dificultades de carácter técnico 
y político. 

En primer lugar, la elección de diputados distritales no sola­
mente transformaría el sistema electoral sino que cambiaría 
también la conformación actual del Congreso Nacional y/ lo 
que es más importante, llevaría a una redefinición de sus fun­
ciones y atribuciones. En efecto, la elección por distritos estaba 
planteada como una forma de representación geográfica más 
que como un mecanismo de conversión de votos en escaños; 
por tanto, su aprobación profundizaría la noción de mandato 
vinculante del diputado provincial, es decir, aquella visión que 
lo considera como un representante de la población de un área 
geográfica, para la cual está obligado a obtener recursos y cana­
lizar obras. Desde cualquier punto de vista, esto habría consti­
tuido un retroceso, especialmente si se considera que se debió 
recorrer un largo camino para eliminar las denominadas "parti­
das presupuestarias de interés provincial" que, bajo aquella 
concepción, manejaban los diputados provinciales. 

En segundo lugar, los distritos uninominales habrían cerra­
do el paso a la representación de minorías que, como se ha 
visto, tienen cabida bajo el sistema actual. Se dijo que el objeti­
vo de esta disposición era limitar el número de partidos repre­
sentados en el Congreso Nacional, ya que un sistema de esta 
naturaleza cierra el paso a las organizaciones más pequeñas y 
débiles. Sin embargo, esto encuentra tres obstáculos íntima­
mente relacionados entre sí: a) la participación prácticamente 
sin condiciones de los independientes puede llevar precisa­
mente a lo contrario, esto es, a la atomización de la representa­
ción; b) la debilidad de los organismos locales (municipios y 
consejos provinciales) determina que la lucha política local se 
exprese en la diputación provincial, que se convierte en un 
atractivo para la concurrencia masiva de partidos y de candida­

201 



tos independientes, lo que también va en contra del objetivo 
señalado; e) un arbitrio de esta naturaleza no es suficiente para 
eliminar a los partidos y tendencias de raigambre local o regio­
nal, que continuarían disputándose el espacio nacional a través 
de la diputación provincial. 

En tercer lugar, a pesar de que ya se encuentra en vigencia 
la posibilidad de participación de los no afiliados como candi­
datos para cualquier elección aún no ha podido ser sometida a 
la prueba de la práctica en una elección, de manera que no es 
posible señalar con precisión sus virtudes y sus defectos. Sin 
embargo, dada la dispersión que caracteriza al sistema político 
ecuatoriano y la pretendida introducción de la elección unino­
minal por distritos, es factible suponer que habría traído más 
inconvenientes que beneficios. Existen muchas probabilidades 
de que su primer resultado habría sido acrecentar la dispersión 
y la atomización, especialmente en órganos como el Congreso 
Nacional, a donde llegaría ya no solamente un gran número de 
partidos sino una enorme proporción de independientes que 
no estarían necesariamente dentro de una misma corriente o 
tendencia. 

En cuarto lugar, la definición de los distritos plantea proble­
mas técnicos y también políticos. Si se intenta superar los 
actuales condicionantes y ofrecer las posibilidades de una 
mejor representación, la definición de sus límites sería un ele­
mento de primera importancia. No coincidirían necesariamente 
con la provincia ni con el cantón, 10 que colocaría en primer 
plano a la selección de los criterios que se deberían utilizar para 
la delimitación. Como es obvio, esa definición rebasa con 
mucho el nivel puramente técnico (referido fundamentalmente 
al tamaño de la población) e inunda el nivel político (homoge­
neidad o heterogeneidad social y económica de los territorios, 
identidad de las poblaciones que conformarían el distrito, etc.).. 

Por último, no deja de llamar la atención que se haya pro­
puesto la elección distrital solamente para la conformación del 
Congreso Nacional y que no se lo haya hecho para los munici­
pios y los consejos provinciales. Esto habría significado que, en 
caso de que hubiera sido aprobada, en los organismos locales sí 
se habría mantenido la representación de las minorías, mien­
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tras que, como se ha dicho antes, se la habría eliminado en el 
Parlamento. Por consiguiente, habrían debido funcionar con­
juntamente dos sistemas electorales, una para cada uno de los 
niveles señalados. Si bien esto no constituye en sí mismo un 
problema, no dejaría de provocar dificultades entre los electo­
res y podría constituirse en fuente de conflicto en los escruti­
nios a causa del particular procesamiento de los votos que debe 
hacerse en cada caso. 

Además de las propuestas contenidas en la consulta, desde 
hace algún tiempo se viene planteando la necesidad de elegir a 
los diputados provinciales en la segunda vuelta presidencial. 
Como se señaló antes, la elección en la primera vuelta contribu­
ye a la dispersión y atomización del panorama político. Es pro­
bable que su cambio a la segunda vuelta contribuya a evitar 
estos problemas en la medida en que el electorado se sitúa ante 
dos opciones. No obstante, como también se señaló, aislada­
mente esta medida no produce el efecto deseado, esto es, con­
solidar mayorías en el Congreso; el problema central está en la 
prohibición de alianzas para las elecciones pluripersonales, que 
obligan a que cada partido presente su propia lista de candida­
tos. 

En este aspecto se podría repetir lo que sucedió en 1979, 
cuando los partidos tuvieron la oportunidad de encabezar las 
listas con quienes compitieron en la primera vuelta para la pre­
sidencia; la imagen de un candidato presidencial que ha parti­
cipado en una campaña reciente constituye un fuerte atractivo 
para la votación, 10 que se convierte en un factor de signo 
opuesto a la consolidación de representaciones mayoritarias en 
el Congreso. Inclusive, esto se agudizaría necesariamente con 
la elección uninominal por distritos, que personaliza mucho 
más la elección. 

Sobre este problema de la dispersión y el alto número de 
partidos que obtienen escaños en el Congreso Nacional incide 
significativamente el sistema proporcional que asegura la 
representación de minorías. Se trata, ciertamente, de un meca­
nismo democrático muy adecuado para mantener la proporcio­
nalidad entre votos y bancas, pero también es verdad que con­
tribuye a la dispersión, sobre todo, cuando es aplicado en un 

203 



contexto de distritos electorales de tamaños muy diferentes, 
para la elección de un número relativamente reducido de pues­
tos y con un sistema atomizado de partidos. Por último, sobre 
esto influye también la identificación de la provincia con el dis­
trito electoral, que lleva a privilegiar la función de representa­
ción del diputado provincial. 

En consecuencia, el problema de la dispersión y la dificultad 
para estructurar bloques mayoritarios dentro del Congreso 
debe abordarse desde varios ángulos. Más importante que tras­
ladar las elecciones de diputados a la segunda vuelta presiden­
cial es abrir la posibilidad para conformar alianzas y redefinir 
los distritos electorales. Esas dos medidas tendrían efectos 
mucho más trascendentes ya que serían un factor de consolida­
ción de grandes tendencias y contribuirían a minimizar la fun­
ción de representación del diputado provincial que, como se ha 
visto, es una de las causas de la dispersión. 

Para lograr este objetivo, también se podría sustituir el siste­
ma proporcional en la elección de diputados provinciales, 10 
que favorecería a los partidos más grandes y a los que tienen 
sus bastiones en determinadas provincias; pero en la medida en 
que paralelamente se permita la conformación de alianzas, esta 
reforma contribuiría a desarrollar comportamientos colabora ti­
vos entre los partidos que, de otra manera, quedarían excluidos 
de la representación parlamentaria. 

Con el objetivo de lograr una mejor relación entre el volu­
men de la población de cada provincia y el número de escaños 
que le corresponden en el Congreso, se ha planteado la posibili­
dad de incrementar el número de diputados provinciales. Con 
ello se lograría eliminar la subrepresentación de las provincias 
más grandes, especialmente la de Guayas. Es evidente que una 
reforma de esta naturaleza en las condiciones actuales benefi­
ciaría principalmente PSc, que obtiene aproximadamente el 
40% de su votación en la provincia de Guayas y que por ello ha 
sido el que la impulsado en el Congreso. Por consiguiente, el 
debate se ha visto atravesado por factores de orden coyuntural 
que han congregado al resto de partidos en la oposición a esta 
medida. 

Más allá de los aspectos coyunturales, cualquier reforma 
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que se hiciera en estos términos fortalecería la función de repre­
sentación de los diputados provinciales, ya que parte de una 
premisa de justicia distributiva entre población y escaños. 
Como se ha visto, dentro de las condiciones actuales aquella 
función ya ha cobrado una importancia desmedida, hasta el 
punto de que prácticamente ha dado lugar a un mandato vin­
culante. Por consiguiente, sus efectos se manifestarían como 
una mayor desnaturalización de las funciones propias del 
Congreso, esto es, la legislación y la fiscalización. 

Dentro de la primera convocatoria a la consulta popular, el 
gobierno propuso incrementar la duración del período de los 
diputados provinciales a cuatro años. Según sus argumentos, 
con ello se conseguiría mayor estabilidad en el trabajo del 
Congreso y se evitarían todos los problemas que se desprenden 
de la renovación de la gran mayoría cada dos años. Esto es 
innegable, pero significaría a la vez eliminar las elecciones dc 
medio período y en ello no hay consenso. Se argumenta que, en 
una situación sujeta a tantas variaciones como es la ecuatoria­
na, esas elecciones constituyen un termómetro muy útil tanto 
para el gobierno como para la oposición. Como alternativa se 
ha sugerido extender el período de los diputados, pero rnante­
ner las elecciones intermedias para la renovación parcial dcl 
Congreso, de igual manera a lo quc ocurre en los municipios y 
en los consejos provinciales. 

Necesariamente, este terna debería vincularse al de la reelec­
ción, como en efecto se propuso en la primera convocatoria a la 
consulta de Agosto de 1994. Sin embargo, en el texto definitivo 
de esa consulta solamente se hizo constar el de la reelección 
(que obtuvo la aprobación dc la ciudadanía) dejando de lado el 
de la eliminación de las elecciones intermedias y el de la dura­
ción del período de los diputados. Como se ha insistido, los 
tres temas deben ser tratados dc manera conjunta para que 
arrojen resultados positivos para el sistema político ecuatoria­
no. De otra manera, se producirían nuevos cuellos de botella e 
inclusive podrían agudizarse los mismos problemas que se 
busca superar. 

Otro terna quc ha cobrado mucho interés es el de la partici­
pación de los no afiliados a partidos como candidatos para 
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cualquier puesto de elección popular. La prohibición absoluta 
que ha regido hasta ahora se explica como una medida apro­
piada para el período de transición; en éste se buscaba fortale­
cer a los partidos y, luego de una larga etapa de presencia 
dominante del caudillismo velasquista, despersonalizar a la 
política. Sin embargo, luego de quince años de vigencia de esta 
norma existen muchas dudas acerca de su efectividad para 
conseguir esos objetivos. 

Las propuestas en este campo iban desde la apertura total 
para la participación de los no afiliados, hasta las que sugerían 
establecer determinadas condiciones mínimas. Entre estas se 
señalaba el necesario auspicio de un partido y el mantenimien­
to de la restricción para los ámbitos nacionales (presidencia de 
la República, diputaciones). El Congreso Nacional interpretó 
los resultados de la consulta de Agosto de 1994 en el primer 
sentido, esto es, como el reclamo de la apertura total y así lo 
estableció en la nueva legislación al respecto. En caso de que se 
hubieran establecido las condiciones mínimas -las señaladas y 
otras- no se habrían producido mayores cambios con respecto a 
la situación actual, ya que en gran medida la afiliación no ha 
sido sino un requisito pasajero. 

Otro tema que ha sido mencionado en alguna ocasión es el 
del carácter obligatorio u opcional del voto. Como se ha visto, 
en el Ecuador el voto constituye un derecho y una obligación, 
de manera que su incumplimiento está sancionado legalmente. 
En una primera versión de la consulta de Agosto de 1994 se 
incluyó una pregunta acerca de este tema, pero en la versión 
definitiva se la dejó de lado. De acuerdo a lo que ha venido 
ocurriendo con el electorado ecuatoriano y al bajo interés de la 
población por la política, se puede suponer que una disposi­
ción de esa naturaleza incrementaría el ausentismo, que actual­
mente alcanza tasas que bordean el 20% del padrón electoral-t. 

Como se ha dicho antes, las normas actualmente vigentes 
pretendieron encauzar la transición luego de un largo período 

22. En realidad, esa cifra está sobredimensionada por la forma en que se estructura el 
padrón electoral, a partir de la base de datos del Registro Civil. De manera casi inevitable, 
en ésta se incluye una proporción de menores de edad, personas recientemente fallecidas, 
interdictos y residentes en el exterior. 
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de gobiernos de facto. Con el antecedente de cuarenta años de 
vigencia del populismo que obstaculizaba la constitución de un 
sistema de partidos, se veía la necesidad de normar estricta­
mente el juego político. En esas condiciones, el régimen demo­
crático era visto antes que nada como un ordenamiento legal 
que rigiera sobre la práctica de los actores. Así, las normas que 
se ponían en vigencia debían cumplir un doble papel: estable­
cer los marcos y límites para la acción y consolidar un conjunto 
de prácticas que se consideraban adecuadas para la vigencia de 
la democracia. Por ello, en gran medida aparecen como dispo­
siciones inflexibles con poca capacidad de adaptación a los 
cambios. 

Luego de superadas algunas fases de la transición, esta rigi­
dez ha comenzado a manifestarse como un obstáculo para la 
propia práctica que debía normar e impulsar. La dinámica polí­
tica y el surgimiento de nuevas situaciones y nuevos proble­
mas, han demostrado la necesidad de establecer un marco dife­
rente, menos rígido, con mayor capacidad de adecuación. El 
debate acerca de las reformas, a pesar de que en gran medida 
ha estado atravesado por intereses coyunturales, expresa esa 
necesidad. Aunque en él no se han abordado muchos de los 
problemas de fondo, no deja de ser una manifestación del ago­
tamiento de los principales contenidos de las leyes en vigencia. 

Esto se ve especialmente en las disposiciones que rigen 
sobre la conformación y funcionamiento de los partidos políti­
cos. Con ellas se intentó consolidar un sistema de partidos fuer­
tes, a la manera de grandes tendencias que se expresaran bási­
camente a través de los procesos electorales. Sin embargo, 
como se ha visto, la realidad del país muestra aspectos que se 
convierten en obstáculos para ello y que determinan que, aun­
que exista observancia de las leyes, en la práctica ellas no cum­
plen el papel de referentes generales. Los intentos reformar 
íntegramente la Constitución han sido una demostración de 
que existe conciencia acerca del agotamiento y de la escasa ade­
cuación entre prácticas y leyes. 
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10.	 NORMATlVIDAD, PRACTICAS DE LOS 
ACTORESPOLITICOS y LEGITIMIDAD 

Luego de quince años de vigencia del actual ordenamiento 
constitucional es posible realizar un balance entre sus logros y 
sus vacíos. Posiblemente, lo más adecuado es hacerlo desde la 
perspectiva de la relación entre la nonnatividad vigente y las 
prácticas de los actores políticos, entendiendo que la mayor 
fluidez en ella entrega mejores condiciones para lograr la legiti­
mación de ese ordenamiento. Dicho de otra manera, la adecua­
ción entre normas legales y comportamiento de los actores ase­
gura la profundización y consolidación del orden democrático, 
así como la ampliación de su base social de aceptación. 

Resulta difícil establecer un juicio definitivo al respecto, ya 
que existen señales contradictorias que apuntan en sentidos 
opuestos. Por un lado, no resulta despreciable la duración que 
tenido el actual ordenamiento constitucional, que viene ser la 
más larga de la historia republicana del país; esto habla de la 
presencia de elementos que aseguran su permanencia. 

Varios de esos elementos pueden encontrarse en el cuerpo 
normativo vigente, entre los cuales cabe destacar los que hacen 
relación a la consolidación de un sistema de partidos yen gene­
ral a la definición de ámbitos de participación claramente 
determinados: esto ha permitido cierta fluidez en el procesa­
miento de intereses y demandas sociales dentro de una institu­
cionalidad establecida. 

Otros elementos hacen relación al comportamiento de los 
actores, entre los cuales cabe destacar a los partidos políticos, 
las fuerzas armadas y los movimientos sociales; se puede decir 
que en todos ellos se han producido cambios significativos con 
respecto a sus orientaciones de épocas pasadas. Ninguno de 
ellos se presenta en la actualidad como un elemento disruptivo 
del orden democrático; de alguna manera, en lo que va del 
actual período, han sido factores de consolidación de la legiti­
midad del sistema. 

Tanto los elementos normativos como los que hacen relación 
al comportamiento de los actores han jugado un papel de 
importancia en lo que podría considerarse como el período de 
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transición. Se han mostrado adecuados para una situación en la 
que era necesario establecer las bases para la ampliación y pro­
fundización de la democracia, especialmente para lograr su ins­
ti tucional ización. 

Sin embargo, en los últimos años han aparecido algunas 
señales de agotamiento de esa función de lo normativo y de 10 
conductual. En gran medida, ese agotamiento tiene estrecha 
relación con la crisis económica y con el largo proceso de ajuste 
que vive el país desde el inicio de la década de los ochenta; el 
incremento de las necesidades y de las demandas sociales, pro­
pio de una coyuntura de esa naturaleza, ha ido a la par de la 
reducción de los recursos asignados a las instituciones estatales 
para satisfacer las necesidades sociales y, en general, a la reduc­
ción de la capacidad de respuesta de ellas. En consecuencia, se 
ha producido una sobrecarga de demandas sociales, tanto a 
causa del incremento de ellas como de la reducción de la capa­
cidad de respuesta institucional. 

Esta nueva situación produce cambios significativos en la 
relación entre normas legales y conductas de los actores, espe­
cialmente de los partidos políticos. Frente a requerimientos 
sociales cada vez más urgentes, en los partidos se desarrolla la 
tendencia a las acciones de corto plazo, a las propuestas inme­
diatas, sacrificando la visión de mediano y largo plazo y el 
desarrollo de acciones orientadas por objetivos de mayor alcan­
ce. De manera fundamental, esta situación tiende a alimentar 
las prácticas c1ientelares basadas en el intercambio de votos por 
favores, con el consecuente debilitamiento de la institucionali­
dad democrática. 

De esa manera, las normas legales y las mismas institucio­
nes devienen obsoletas, poco adecuadas a la nueva situación. 
De ahí que muchas prácticas, tanto de los partidos políticos 
como de determinados actores sociales, ocurran fuera de los 
espacios democráticos institucionales. Esto constituye un factor 
de erosión de la legitimidad, que viene a apoyar a los de orden 
económico y social derivados de la crisis y de las políticas de 
ajuste. 

A la vez, todo ello contribuye a profundizar las prácticas no 
colabora tivas propias de la cultura política imperante en el 
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medio ecuatoriano. Los imperativos de corto plazo cierran 
cualquier posibilidad de acuerdos o de consensos, a no ser los 
que signifiquen entendimientos estrictamente coyunturales en 
tomo a nominación de autoridades del Congreso Nacional o 
reparto de puestos en las Comisiones Legislativas. Pero, aún en 
esos casos, la práctica ha encontrado recursos para evitar que 
los acuerdos sean explícitos y más bien que se den por ausen­
cia. 

Obviamente, esta orientación tiene relación con un cuerpo 
normativo que establece plazos cortos y que promueve la dis­
persión de los partidos. En gran medida, el futuro de la legiti­
midad del ordenamiento democrático ecuatoriano radica en 
una sustancial reforma de esas normas, realizada desde una 
perspectiva ya no de la transición, como ha sido hasta ahora, 
sino de la institucionalización. Esto significa adecuar las insti­
tuciones vigentes a una realidad que ha cambiado desde su ins­
tauración hace quince años. Resulta necesario devolverle la 
fluidez a la relación entre ambos términos, bajo el peligro de 
que las prácticas por fuera del sistema lleguen a constituirse en 
expresiones generalizadas. 
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ANEXONlIl
 
SIMULACION DE ASIGNACION
 

DE PUESTOS EN UNA ELECCION
 
(5 Puestos)
 

Listas Votación 

Lista A 42.500 
Lista B 30.000 
Lista C 27.000 
Lista O 20.000 
Lista E 10.000 
Lista F 2.500 

roTAL 132.000 

Primer cociente: (VOTACION TOTAL/NI! de Puestos) /2 

132.000/5 =26.400/2 =13.200. 

Listas que superan el primer cociente: 

Listas Votación 

Lista A 42.500 
Lista B 30.000 
Lista C 27.000 
Lista O 20.000 

SEGUNDO TOTAL	 119.500 

Segundo cociente:	 Segundo Total/NI! de Puestos 

119.500/5 = 23.900 
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Distribución de puestos por cociente: 

Listas NllPuestos Residuo 

Lista A 42.500 23.900 1 18.600 
Lista B 30.000 23.900 1 6.100 
Lista C 27.000 23.900 1 3.100 
Lista D 20.000 23.900 O 20.000 

TOTAL ASIGNADOS POR COCIENTE 3 

Distribución complementaria de dos puestos por residuos: 

Listas Residuo Nllpuestos 

Lista A 18.600 1 
Lista B 6.100 
Lista C 3.100 
Lista D 20.000 1 
Lista E 10.000 
Lista F 2.500 

TOTAL ASIGNADOS POR RESIDUO 2 
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I'\J.... 
W 

ANEXO N' Z 

NUMERO DE VOTANTES Y NUMERO 
DE DIPUTADOS POR PROVINCIAS 

(1992) 

PROVINCIA VOTANTES % DIPUTADOS % 

Guayas 1'510.043 26.5 10 15.4 
Pichincha 1'092.991 19.1 8 12.3 
Manabí 610.042 10.7 5 7.7 
Azuay 292.324 5.1 4 6.2 
l..osRíos 283.390 4.9 4 6.2 
El oro 241.128 4.2 3 4.6 
Tungurahua 240.138 4.2 3 4.6 
Chirnborazo llomo 3.9 3 4.6 
Loja 218.697 3.8 3 4.6 
Esmeraldas 173.158 3.0 3 4.6 
Cotopaxi 173.060 3.0 3 4.6 
Imbabura 171.335 3.0 3 4.6 
Cañar 107.857 1.9 2 3.1 
Bolívar 97.421 1.7 2 3.1 
Carchí 84.948 1.5 2 3.1 
Napo 51.595 0.9 2 3.1 
Morona 44.455 0.8 1 1.5 
Sucumbías 39366 0.7 1 1.5 
Zamora 29.612 0.5 1 1.5 
Pastaza 22.677 0.4 1 1.5 
Galápagos 5.822 0.1 1 1.5 

TOTAL 5710.069 100.0 65 100.0 
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